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RESUMEN 

En España, se ha observado una tendencia creciente hacia la maximización del 
principio de oportunidad mediante la conformidad y el uso de mecanismos 
destinados a recompensar la colaboración de investigados y acusados con la 
justicia. No obstante, es fundamental abordar esta tendencia en clave de 
sistema, considerando su coherencia con los principios fundamentales del orden 
penal y procesal penal, así como desde una lectura constitucional del sistema 
penal.  

Específicamente, la colaboración con la justicia penal se ha vuelto un fenómeno 
cada vez más relevante, especialmente en la lucha contra la corrupción y la 
delincuencia organizada, delitos graves y transnacionales, convirtiéndose en una 
prioridad para los Estados modernos. Este suceso se enmarca en el principio de 
oportunidad, ofreciendo una vía alternativa eficiente para la resolución de 
conflictos que puede resultar en la aplicación de una justicia negociada. 

Desde esta perspectiva, esta investigación pretende llevar a cabo un estudio 
general sobre la colaboración de investigados y encausados con la justicia, 
desde la óptica de la incorporación del principio de oportunidad en el sistema 
penal español e incluyendo las manifestaciones procesales y penales de esa 
colaboración. Además, teniendo en vista los problemas pragmáticos de la 
colaboración premiada especialmente prevista a lo largo del Código Penal, se 
realiza una investigación jurisprudencial del Tribunal Supremo para comprender 
la actual aplicación de las atenuantes, como medida básica de premio, a los 
colaboradores con la justicia.  

Por consiguiente, se busca extraer interpretaciones y conclusiones que permitan 
proponer un enfoque de colaboración con la justicia -premiada y negocial- que, 
además de ser eficiente en términos de resultados, sea coherente con los 
principios que conforman el Estado democrático de Derecho español.  

 

PALABRAS CLAVE 

 

Colaboración con la justicia; Sistema penal español; Principio de oportunidad; 
Justicia negocial; Colaboración premiada. 
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INTRODUCCIÓN 

El Derecho penal se encuentra en crisis. La dogmática ha venido sosteniendo 
esta afirmación desde el siglo XX1, posiblemente desde la concepción misma del 
Derecho penal tal como lo entendemos hoy en día, como lo evidencia la obra de 
Beccaria De los delitos y las penas2.  

En el marco de los sistemas que descienden del modelo europeo continental de 
perseguir los delitos, en el que rigen el Estado de Derecho y el principio de 
legalidad –en su concepción amplia: constitucional, penal y jurisdiccional–, la 
crisis ha llevado a la implementación del principio de oportunidad. Este principio 
ha dado lugar a la introducción de mecanismos alternativos de resolver el 
conflicto, como la conformidad y, en la discusión actual, la justicia restaurativa y 
la mediación penal. En términos generales, ha suscitado debates en torno a los 
conceptos de conciliación, consenso, colaboración, negociación y justicia 
negociada.  

A pesar de su implementación paulatina en el sistema penal español, la 
introducción de diversas normativas y conceptos asociados a los mecanismos 
de oportunidad ha dado lugar a un verdadero caos normativo. Por ejemplo, en el 
caso de las conformidades, esto ha resultado en una aplicación muchas veces 
encubierta, o extralegal, al margen de la legalidad.  

Ha ocurrido algo similar con la colaboración de investigados y encausados con 
la justicia. Aunque existieran previsiones especificas en el Código Penal que 
permitían la rebaja de la pena a determinados encausados que hubiesen 
colaborado de acuerdo con los requisitos especificados en la ley penal, ha ido 
expandiéndose de manera desordenada.  

A la crisis del Derecho penal, que hace con que el investigado deje de ser un 
sujeto pasivo y pase a ser una persona cuya información y acción puede auxiliar 
a la justicia, se suman las organizaciones regionales e internacionales que, al 
regular la lucha contra la corrupción y contra la delincuencia organizada 
transnacional, entre otras preocupaciones relacionadas a una delincuencia 
grave, recurren a la colaboración de los investigados como mecanismo para 
solucionar una criminalidad que es tanto grave como compleja. 

Los medios de comunicación también han comenzado a desempeñar un papel 
esencial en este movimiento. A esto se añaden ahora las redes sociales, que 
tienen el poder de convertir cualquier noticia en viral y otorgarle una importancia 
extrema en cuestión de minutos. De hecho, es en este contexto que la 
colaboración de encausados con la justicia ha aparecido como un elemento de 
relevancia en el sistema penal español –y para nuestra investigación–. Cuando, 

 
1 Cfr. Schünemann, 1991; Prittwitz, 2021; Ferrajoli, 1995; Ferrajoli, 2000; Muñoz Conde, 1999; 
Silva Sánchez, 2001; Zaffaroni, 1998; Fairén Guillén, 1992b, pp. 133 y 134. 
2 Beccaria, 2013. 
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alrededor de 20183 –y hasta hoy4– se han difundido diversas noticias en las que 
la negociación de pactos y acuerdos5 entre acusados por grandes casos de 
corrupción, en especial el caso Gürtel, se han convertido en una modalidad 
existente y regular en el marco de un debido proceso legal. 

Así, se plantea una incompatibilidad latente entre el mundo del law in books y 
del law in action6. En el primer mundo, habría la inexistencia de acuerdos o de 
negociación para más que algunas modalidades de conformidad, en las que el 
acuerdo estaría restringido a la calificación y a la pena, con los debidos controles 
judiciales que limitarían su margen de maniobra. En el segundo mundo, se 
realizan acuerdos y negociaciones extrajudiciales y al margen de la ley –y, por 
lo tanto, del principio de legalidad y del marco constitucional– para obtener la 
colaboración de importantes encausados a cambio de determinados premios.  

Concretamente, se destaca la discrepancia existente entre la realidad y los 
principios fundamentales del sistema penal, el marco constitucional y, 
específicamente, las garantías constitucionales.  

Además, en lo que respecta al principio de oportunidad, a pesar de que ha sido 
implementado en sistemas de origen europeo continental durante más de tres 
décadas, todavía carece de un concepto claro y sigue dependiendo de su 
relación con el principio de legalidad. Tampoco existe una claridad sobre la 
posición que adopta el principio de oportunidad en relación con el principio de 
legalidad, es decir, si se opone o complementa a este último. 

Uno de los elementos centrales en esta problemática está relacionado con la 
falta de regulación procesal de todas estas nuevas categorías que, de una 
manera u otra, confirman una expansión exponencial del Derecho penal7. En 
realidad, se implementan formas alternativas de solucionar el proceso, como la 
conformidad, para imponer más penas; se requiere la colaboración de 
coacusados para fortalecer las acusaciones y perseguir más responsables.  

Entre la falta de regulación procesal suficiente –y la confusión existente en las 
demás áreas8– se construye el law in action. En el caso de España, esto está 

 
3 Enero de 2018: “El pacto con la fiscalía en el juicio de la caja b del PP de Valencia divide a las 
defensas” (Jesús Pérez, 2018). 
4 Enero de 2023: “Camps denuncia «pactos secretos y obscenos» de Anticorrupción con 
acusados en el juicio de Gürtel: el expresidente acusa a la Fiscalía de buscas «personas para 
intentar inculpar a otras» a cambio de rebajarles «las exorbitantes peticiones de condena que 
pide muchas veces»” (La Provincias, 2023). 
5 Mayo de 2021: “La defensa de Bárcenas dice que el extesorero del PP colabora por 
arrepentimiento y tras reflexionar en prisión” (Europa Press, 2021); Enero de 2023, 
“Anticorrupción responde a Camps y defiende los acuerdos de conformidad en Gürtel: ´No son 
obscenos ni clandestinos´” (RTVe Agencias, 2023). 
6 Dicho por primera vez por Roscoe Pound (1910), con el objetivo de destacar el problema de 
crear una ciencia jurídica que considerara como la ley realmente funciona y es aplicada. Kelsen 
lo trabaja de forma similar, aunque desde una perspectiva positivista (1941). Para una visión 
actualizada cfr. Halperin, 2011, pp. 47 y ss. 
7 Cfr. Rodríguez- García, 2022, p. 51. 
8 Por ejemplo, a través de la regulación de la conformidad. Cfr. Gimeno Sendra, 2020, p. 37; 
Rodríguez-García, 2020, p. 475. 
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determinado por la labor de construcción jurisprudencial. Carnelutti destacó la 
importancia del trabajo de los magistrados en cuanto a que las sentencias 
judiciales aportan cierto grado de corrección de la ley9. Bourdieu, desde una 
perspectiva sociológica, también estudió como los magistrados, a partir de una 
labor de racionalización confieren eficacia simbólica a las leyes10. En efecto, la 
colaboración con la justicia en España ha sufrido este proceso y, en la medida 
en que el trabajo de racionalización de los magistrados obtiene reconocimiento11, 
desde nuestra perspectiva, merece ser analizado atentamente para que la ley 
escrita (el law in books) se adapte y pueda regular estos mecanismos que ya 
tienen plena eficacia simbólica12.  

Desde esta perspectiva, la investigación se basa en la hipótesis de la existencia 
de la colaboración de investigados y encausados con la justicia en el sistema 
penal español; una manifestación que parte del principio de oportunidad y llega 
a la justicia negociada13.  

Esta hipótesis –estrechamente conectada con el título del trabajo– se relaciona 
con la estructura de la investigación y los principales elementos estudiados.  

 
9 Carnelutti, buscando una respuesta para la pregunta “¿qué es el juicio?”, destacaba que “il 
legislatore ha le insegne della sovranità; ma il giudice ne possiede le chiavi” (Carnelutti, 2017, p. 
62). 
10 Bourdieu destacó que “O trabalho de racionalização, ao fazer aceder ao estatuto de veredicto 
uma decisão judicial que deve, sem dúvida, mais às atitudes éticas dos agentes do que às 
normas puras do direito, confere-lhe a eficácia simbólica exercida por toda a ação quando, 
ignorada no que têm de arbitrário, é reconhecida como legítima” (Bourdieu, 2011, p. 225). 
Además, Bourdieu ha estudiado en profundidad el trabajo funcionalmente complementario de los 
juristas y los magistrados en el ámbito de un legítimo ejercicio de la competencia jurídica. Los 
primeros, en un trabajo de racionalización y formalización sometiéndose al cuerpo de reglas con 
el objetivo de conseguir la coherencia y la constancia de una serie de principios y/ o reglas que 
muchas veces son contradictorios y complejos, además de proporcionar a los segundos una 
manera de que sus veredictos seas sustraídos de lo arbitrario. Los magistrados, por su parte, a 
través de la solución de conflictos buscarían la adaptación del sistema a lo real, introduciendo 
los cambios y las innovaciones indispensables para la supervivencia del propio sistema (2011, 
p. 220). 
11 Bourdieu, 2011, p. 243. 
12 Carnelutti añade a la relación legislador-jueces, los ciudadanos: “entre el legislador y el Juez 
la diferencia, aproximadamente, la intuyen todos: el primero forma las leyes, el segundo las aplica 
(...) La verdad es que las aplican también los ciudadanos cuando según ellas regulan su 
conducta” (2021, p. 380). Cfr. Montero Aroca, 1998, p. 376. 
13 Explicamos que durante esta investigación, además de referirnos a trabajos españoles, como 
sería de esperar en un estudio sobre el sistema penal español, haremos alusiones a la doctrina 
portuguesa y brasileña, y utilizaremos algunos ejemplos de la legislación alemana. En primer 
lugar, la referencia a Portugal se justifica debido a que constituye un sistema penal que, también 
con origen en un modelo europeo continental de persecución de delitos y construido sobre el 
principio de legalidad, aborda el tema de los mecanismos de oportunidad desde una perspectiva 
sistémica, ya que su doctrina estudia el Derecho penal y el Derecho procesal penal de forma 
integral. En cuanto a Brasil, mencionaremos este país en la medida en que, también basado en 
los principios de legalidad y oficialidad, ha implementado desde 2013 un modelo específico y 
procesal de colaboración premiada, diseñado para combatir la delincuencia organizada y 
ampliamente aplicado. Por último, nos referiremos a Alemania en algunos momentos de este 
trabajo, desde la perspectiva de un sistema legal que introdujo mecanismos de oportunidad en 
su legislación procesal penal tras su utilización pragmática, adaptándolos al principio de 
legalidad. 
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En el Capítulo I se establecerán las bases del sistema penal español mediante 
una lectura sistemática y constitucional14, destacando cómo el sistema penal 
está intrínsecamente vinculado al Estado (social y democrático) de Derecho y al 
modelo de persecución de delitos, que se ha desarrollado a partir de la influencia 
del modelo europeo continental y se materializa a través de la aplicación del 
principio de legalidad.  Desde esa óptica, se estudiarán los principios 
fundamentales de este sistema penal español, siempre con consideraciones 
especificas relacionadas con el principio de oportunidad, de manera general, y, 
específicamente, a la colaboración con la justicia o a justicia premial15. 

En el Capítulo II, el objetivo será comprender la implementación del principio de 
oportunidad en el sistema penal español. Durante esta etapa, la crisis del 
Derecho penal, mencionada en líneas anteriores, desempeñará un papel 
relevante, ya que ha ido adquiriendo distintas características con el paso del 
tiempo y, de esta manera, justificando diversas incidencias del principio de 
oportunidad –a través de diferentes mecanismos–. Tras esta construcción 
podremos aclarar no sólo los problemas en torno a este principio de oportunidad, 
sino también cómo se aplica de manera específica a la colaboración de 
investigados y encausados con la justicia, desde la perspectiva de la justicia 
premial y negociada. Esta fase de la investigación esencial para comprender el 
papel que ejercen los organismos internacionales y regionales en la construcción 
de la necesidad de la colaboración con la justicia en los distintos ordenamientos 
jurídico-penales. A modo de ejemplo, se trabajarán documentos y Convenciones 
Internacionales de las Naciones Unidas, del Consejo de Europa; informes de la 
Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económico y, desde una perspectiva 
regional, documentos –resoluciones, propuesta para Directivas, etc.– de la Unión 
Europea.  

Concluida esta etapa inicial de conceptualización y creación del marco teórico 
en torno a la colaboración con la justicia, en clave de sistema y basada en el 
principio de oportunidad, iniciaremos el Capítulo III. En este Capítulo el principio 
de oportunidad será analizado según el law in books, o, en otras palabras, el 
principio de legalidad. De esta manera, estudiaremos las manifestaciones 
procesales penales y penales del principio de oportunidad que incluyen la 
colaboración con la justicia: desde las conformidades, hasta la colaboración 
premiada que se manifiesta a partir de la atenuante analógica de confesión y de 
la previsión específica en determinados delitos en el Código Penal a través de la 

 
14 Cfr. Gimeno Sendra, sobre como “la vigente Constitución española de 1978 constituye la 
norma suprema, a la cual ha de adecuarse la totalidad del ordenamiento procesal penal” (Gimeno 
Sendra, 2015, p. 61). 
15 Se aplicará una metodología a partir de una aproximación histórico-regional, importante dado 
el hecho que el Derecho penal es típicamente un reflejo de la política estatal y de la cultura de 
un determinado país en un momento histórico concreto, que debería someter esta área jurídica 
a una crítica más dura dado “el carácter especialmente sensible del castigo penal (Muñoz 
Romero, 2020, p. 20). 
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concesión de atenuantes. De esta etapa surge uno de los grandes problemas 
señalados anteriormente. Por un lado, la falta de regulación procesal clara y 
coherente de muchos de los elementos de la colaboración con la justicia: tanto 
en el caso de la negociación en el supuesto de las conformidades negociadas, 
como en el caso de la colaboración en las manifestaciones penales. Por otro 
lado, la falta de precisión legislativa sobre la colaboración premiada y la 
necesidad de construcción jurisprudencial en torno a las atenuantes por 
colaboración.  

Por lo tanto, en el Capítulo IV nos propusimos llevar a cabo una investigación 
jurisprudencial centrada en el Tribunal Supremo, dada su posición como principal 
modelador de la jurisprudencia. El objetivo de este capítulo es analizar todas las 
sentencias del Tribunal Supremo de un determinado período de tiempo, el más 
amplio posible en razón as número de sentencias que tendríamos la capacidad 
material de analizar con detalle y lo más reciente posible, que tratasen sobre la 
colaboración premiada. Eso será realizado a partir de un estudio 
metodológicamente fundamentado16. En este caso, partiendo de la investigación 
anteriormente conducida sobre el law in books, la justicia premial para la 
negociación estaría mayoritariamente limitada a la atenuación de la pena. Así, 
en el Capítulo IV llegamos a resultados cuantitativos y cualitativos sobre la 
colaboración premiada de investigados y encausados con la justicia penal que 
nos permiten obtener conclusiones más fiables en torno al law in action, es decir, 
la realidad del Derecho a partir de su aplicación por los magistrados.  

Para finalizar, en el Capítulo V se podrán conocer los resultados derivados de la 
investigación previamente conducida a partir de una propuesta que, aunque en 
clave de sistema, aproxima la colaboración premiada al Derecho procesal penal. 
De esta manera, propondremos un modelo de colaboración premiada, desde la 
óptica del principio de oportunidad y de la justicia negociada, que permita una 
mayor compatibilidad con el sistema penal español, la Constitución Española, 
los principios fundamentales y los derechos y garantías fundamentales.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 
16 Cfr. Zárate Pérez, 2013. 



 

 453 

CONCLUSIONES 

 

PRIMERA 

El Derecho procesal penal —y, por supuesto, el Derecho penal— deben ser 
abordados en clave de sistema. Este enfoque sistemático es la que nos permite 
tener un abordaje completo sobre el tema de la colaboración de investigados y 
encausados con la justicia. Desde esta perspectiva, también podemos 
comprender cómo el sistema penal se integra en un modelo más amplio de 
persecución de delitos. En este contexto, llegamos a la conclusión de que los 
modelos acusatorios, inquisitivos y adversariales resultan insuficientes para 
resolver los problemas vinculados a la aplicación del principio de oportunidad y, 
en particular, a la colaboración con la justicia. 

Es imperativo avanzar hacia una interpretación del sistema penal que permita su 
compatibilidad no con un modelo en particular, sino con la Constitución 
Española, los derechos fundamentales establecidos en el artículo 24 de la CE, y 
los principios que configuran el sistema penal. 

 

SEGUNDA 

El principio de oportunidad continúa siendo objeto de diversas definiciones, 
algunas más restrictivas que otras. Desde un enfoque más restrictivo, se puede 
concebir el principio de oportunidad como la manifestación de la discrecionalidad 
ejercida por el Ministerio Fiscal en el ejercicio de la acción penal. Por otro lado, 
en perspectivas más amplias, el principio de oportunidad abarca la aplicación de 
diversas medidas, instituciones o mecanismos que permiten la resolución 
alternativa de procesos penales, a través de la agilización del procedimiento, el 
consenso, la negociación entre las partes, entre otros. Tras el análisis realizado, 
respaldamos las perspectivas más amplias, que permiten entender la 
colaboración de investigados y encausados con la justicia como un mecanismo 
intrínseco al principio de oportunidad. 

 

TERCERA 

El principio de oportunidad ha sido objeto de análisis y aplicación en sistemas 
penales de origen europeo continental, basados en el principio de legalidad, 
desde finales del siglo pasado. Sin embargo, se ha observado un proceso que, 
aunque no lineal, ha evolucionado desde su implementación en delitos leves y 
medianos hacia su generalización como un medio para mejorar la eficiencia en 
la persecución penal de delitos tanto graves como complejos, caracterizados por 
su naturaleza político-económica. En el primer estadio de este proceso, se 
argumentaba principalmente la crisis del Derecho penal en términos de su 
capacidad para abordar la totalidad de la criminalidad de manera uniforme, es 
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decir, la dificultad de lograr una plena aplicación; así como el cambio de 
paradigma en relación con la función retributiva de la pena y el principio de 
igualdad.  

 

CUARTA 

Por su parte, la consolidación de la globalización, con la consolidación de una 
“nueva” forma de criminalidad, organizada y transnacional, produce un cambio 
paradigmático con respecto al principio de oportunidad, convirtiendo su 
aplicación en el ámbito de los delitos graves en una prioridad para los Estados 
occidentales modernos.  

En este movimiento es esencial comprender como hay una macdonalización de 
la sociedad, a partir de la importación de modelos ofertados que, en su gran 
mayoría, provienen del sistema estadounidense de persecución de delitos —el 
sistema adversarial—. No obstante, llegamos a la conclusión de que no es 
adecuado referirse a esta importación como un simple trasplante legal, sino más 
bien como la incorporación de mecanismos que requieren una adaptación 
adecuada al nuevo sistema penal. En otras palabras, en relación con la adopción 
del principio de oportunidad proveniente del sistema estadounidense, debemos 
hablar de su importación a través de una traducción adecuada que permita su 
compatibilidad con el orden constitucional y los principios fundamentales que 
conforman el sistema penal que recibe dichos mecanismos. 

 

QUINTA 

A medida que el principio de oportunidad se convierte en un medio alternativo 
para abordar delitos graves y complejos, que a menudo tienen una dimensión 
política y económica, los organismos e instituciones internacionales y regionales 
desempeñan un papel fundamental al instar no solo a la adopción de un principio 
de oportunidad amplio por parte de los Estados, sino también a la 
implementación de mecanismos que fomenten la colaboración de los 
investigados y encausados con la justicia penal.  

En el ámbito internacional, destacan las Naciones Unidas, el Consejo de Europa, 
la Oficina contra la Droga y el Delito, y la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico. A nivel regional, cabe mencionar la Unión Europea. En 
cada uno de estos organismos se promueve la colaboración de los investigados 
y encausados con la justicia penal, determinando qué delitos abarca, de qué 
manera se lleva a cabo, y qué elementos deben ser cuidadosamente 
incorporados en las legislaciones nacionales, incluida la protección de dichos 
colaboradores. 
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SEXTA 

Habiendo delineado la colaboración con la justicia como un componente del 
principio de oportunidad, hemos examinado su implicación legal en el sistema 
penal español, tanto desde un punto de vista procesal como en lo que respecta 
a las consecuencias penales conforme al Código Penal.  

La conformidad emerge como el elemento central procesal al abordar el principio 
de oportunidad, desde la perspectiva del consenso que requiere, la negociación 
que permite en algunas de sus manifestaciones y, como colaboración con la 
justicia, en la medida en que permite acortar el proceso penal y, en algunos 
casos, obtener un reconocimiento de los hechos por parte del investigado.  

 

SÉPTIMA 

En el ámbito de las conformidades, se llega a la conclusión de que el actual 
sistema adolece de ineficiencias debido a una previsión caótica entre los 
distintos procedimientos, ya sea el ordinario, el abreviado o los procesos 
especiales, como los relacionados con menores, el Tribunal del Jurado o la 
jurisdicción militar. 

Asimismo, la carencia de uniformidad en cuanto a la exigencia de reconocimiento 
de los hechos en el ámbito de la conformidad genera problemas sistémicos, ya 
que no se garantiza el principio de presunción de inocencia. Se aplican penas 
privativas de libertad —que actualmente pueden llegar a los seis años de 
prisión— sin que haya un reconocimiento de los hechos debidamente 
comprobado, en algunas de las modalidades de conformidad. Aplicadas también 
en algunas modalidades a investigados que no confiesan, sino sólo muestran 
conformidad con el cumplimiento de la pena. Esta problemática se agravaría con 
relación a los proyectos de modificación general de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal —el Anteproyecto de LECrim 2020, por ejemplo— o de alteración de la 
actual LECrim —a partir del Proyecto de Ley de Medidas de Eficiencia Procesal 
del Servicio Público de Justicia—, que eliminan el requisito penológico de la 
conformidad. 

Es imperativo replantear la conformidad para definir de manera clara en qué 
circunstancias se requiere o no un reconocimiento de los hechos para que el 
control judicial realizado se adecue a cada una de las situaciones. Habiendo 
reconocimiento de los hechos, un mínimo control judicial sobre su veracidad 
debe ser realizado. Por otro lado, la no existencia de reconocimiento de los 
hechos debe conllevar al examen judicial sobre indicios de criminalidad que 
permitan una mayor compatibilidad entre la conformidad y el principio de 
presunción de inocencia, especialmente cuando implique el cumplimiento de 
penas de prisión superiores a determinado límite —por ejemplo, cinco años, en 
el caso que se considere el límite relacionado a delitos graves, o seis años, si se 
adecua al actual límite penológico de la conformidad—. 
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La insuficiencia en la regulación procesal de la conformidad también conduce a 
su aplicación encubierta. Se destacan prácticas relacionadas con la imposición 
de condenadas por delitos diferentes y penas distintas en casos similares, lo que 
distorsiona el objetivo pretendido por la prohibición de la realización de 
conformidades parciales —a excepción de las personas jurídicas—. Además, se 
mencionan desviaciones menos evidentes, como la solicitud de penas elevadas 
en el escrito de acusación con el objetivo de llegar a acuerdos con penas más 
leves o, debido a la no conformidad de un coacusado, la imposición de penas 
distintas a pesar de existir situaciones personales similares. 

 

OCTAVA 

Dentro del marco del Código Penal, hemos examinado la manifestación de la 
colaboración premiada desde dos perspectivas diferentes. Por un lado, la 
interpretación analógica de la atenuante de confesión (art. 21.4 CP), que permite 
reducir la pena para aquellos que, habiendo confesado tras conocer el proceso 
judicial en su contra, optan por colaborar activa y eficientemente con la justicia. 
Por otro lado, las manifestaciones aplicables a determinados delitos que, a 
cambio de comportamientos específicos y muy definidos de colaboración, 
posibilitan la reducción de la pena, la aplicación de la suspensión de la pena o, 
como máxima recompensa, la excusa absolutoria postdelictiva —los llamados 
tipos privilegiados—.  

Cada una de estas manifestaciones ha sido objeto de un análisis detallado, del 
que se han extraído diversas conclusiones. En primer lugar, se ha observado 
que la aplicación de los "tipos privilegiados" resulta difícil de concretar en la 
práctica judicial debido a los requisitos solicitados —de difícil concreción— para 
la obtención de cada uno de los premios previstos. Además, su previsión en el 
ámbito penal material, es decir, en el Código Penal, impide la realización de 
acuerdos con los colaboradores. En consecuencia, el colaborador se ve en la 
necesidad de actuar de forma altruista, sin tener garantías acerca de los premios 
que podría recibir por su colaboración, y carece de un sistema procesal que le 
brinde protección en virtud de sus acciones. Por último, se ha constatado que 
los tipos privilegiados se aplican de manera dispar a diferentes tipos delictivos, 
sin seguir una lógica formal coherente. Por ejemplo, se premia la colaboración 
en delitos de cohecho y malversación, pero no en delitos de corrupción privada 
o blanqueo de capitales.  

 

NOVENA 

Las personas jurídicas han sido analizadas desde ambas perspectivas, tanto 
procesal como penal. En realidad, se presentan diversas oportunidades en 
relación con su colaboración con la justicia y la aplicación del principio de 
oportunidad. Esto puede llevarse a cabo mediante la conformidad, en cuyo caso, 
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debido a la naturaleza de la pena que se le impondría, lo más beneficioso podría 
ser optar por la conformidad en los juicios rápidos, donde se podría obtener una 
conformidad premiada. Además, tienen la posibilidad de colaborar con la justicia 
de manera específica a través de la implementación de un programa de 
cumplimiento eficaz, ya sea previo o posterior a la comisión del delito, mediante 
la confesión realizada por un representante especialmente designado y asistido 
por su abogado, o a través de la cooperación en la investigación aportando 
pruebas nuevas y determinantes. Dependiendo del grado de colaboración 
efectuado, podrían beneficiarse con la exención de la responsabilidad o la 
atenuación de la pena. 

 

DÉCIMA 

La limitada aplicabilidad de los tipos privilegiados junto con la amplitud de la 
atenuante analógica de confesión, así como su dependencia exclusiva de la 
interpretación de los Tribunales españoles, motiva la realización de una 
investigación jurisprudencial acerca de la jurisprudencia reciente del Tribunal 
Supremo, sobre la colaboración premiada.  

Se llega a la conclusión de que la atenuante analógica de confesión tiene una 
incidencia predominante como medida de colaboración premiada en 
comparación con los tipos privilegiados. Además, se observa como la 
colaboración premiada también se promueve en hechos delictivos que escapan 
a los previamente analizados —de naturaleza político-económica, graves y 
muchas veces transfronterizos—. De esta manera, muchas veces se atenúa la 
pena debido a la colaboración en delitos de homicidio, asesinato, abusos 
sexuales, lesiones, etc., de manera constante a lo largo de los cuatro años 
analizados (2019-2022). 

 

UNDÉCIMA 

Falta un criterio claro a la hora de definir qué constituye una colaboración útil y 
en qué medida puede garantizar una reducción significativa de la pena—en dos 
grados—. Además, si bien es cierto que la mayoría de las colaboraciones 
observadas surgieron de las declaraciones de los investigados y encausados, 
muchas de ellas también se derivaron de la aportación de pruebas o de la 
asistencia en medidas de investigación, como registros domiciliarios o pruebas 
de ADN.  

Se han identificado ejemplos concretos que ponen de manifiesto la existencia de 
una suerte de justicia negociada en el ámbito de la colaboración premiada, la 
cual opera de manera encubierta y al margen de la legalidad procesal vigente. 
En este contexto, se han constatado situaciones de conformidades parciales 
que, porque no pueden resultar en una sentencia de conformidad, 
desencadenan la aplicación de la atenuante analógica de confesión, debido a la 
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“colaboración” del encausado que se ha mostrado conforme anteriormente. 
Asimismo, se realizan pactos con la Fiscalía a la hora de colaborar, en la medida 
que será el Ministerio Fiscal el sujeto encargado de solicitar determinada pena y 
la aplicación de una atenuante. Estos acuerdos, aunque mencionados por el 
Tribunal, son respetados sin que medie un control judicial sobre los hechos que 
llevaron a conceder la atenuante. Por último, se ha observado que cuando la 
Fiscalía juega un papel activo en la colaboración, se tiende a aplicar con mayor 
frecuencia la reducción de pena en dos grados, incluso en casos donde los actos 
de colaboración son similares a otros en los que se concluye que solo justifican 
una atenuación de un grado. 

La investigación jurisprudencial realizada también revela la insuficiencia de la 
reducción de pena como recompensa a la colaboración con la justicia, 
especialmente cuando se aplica mayoritariamente a través de la atenuante 
analógica de confesión —en otras palabras, porque prácticamente no se aplican 
los tipos privilegiados que podrían tener otros beneficios como la excusa 
absolutoria—. En realidad, en muchos de los casos se evidencia una 
colaboración útil con la justicia, pero dado que la pena ya ese aplica en su límite 
mínimo, la atenuante no produciría efectos.  

 

DUODÉCIMA 

Partimos del modelo de conformidad negociada propuesto por Gimeno Sendra 
para el Anteproyecto de LECrim de 2020 y de la distinción entre los modelos de 
colaboración cualificada y amplia para llegar a una propuesta propia de 
colaboración premiada. 

En este sentido, hemos llegado a la conclusión de que el reconocimiento de los 
hechos o la confesión no deben ser elementos esenciales para premiar la 
colaboración de investigados y encausados con la justicia, alejándonos así del 
modelo necesario para la aplicación de la atenuante analógica de confesión. 

Dentro del sistema penal español, pueden coexistir dos modelos de colaboración 
premiada. El primero requeriría la confesión o el reconocimiento de los hechos 
como condición para la aceptación del cumplimiento de una pena y, por lo tanto, 
permitiría la finalización anticipada del proceso mediante un acuerdo de 
conformidad negociada. El segundo modelo, en cambio, implicaría que la 
colaboración con la justicia, aunque no suponga la confesión o el reconocimiento 
de los hechos, requiera el desarrollo del debido proceso penal, de manera que 
el colaborador solo cumpla una condena después de una sentencia condenatoria 
debidamente fundamentada. 

Para comprender plenamente el segundo modelo es necesario concebir la 
colaboración como una actitud amplia de cooperación con el proceso, que va 
más allá de acciones como la delación de otros implicados en el delito.  
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DECIMOTERCERA 

La colaboración de investigados y encausados con la justicia también puede 
aplicarse a aquellos que han sido condenados o están cumpliendo una condena 
en calidad de reos, siempre y cuando su colaboración resulte útil. En estos 
casos, sin embargo, los incentivos otorgados se plantean desde la perspectiva 
del cumplimiento de la pena. 

Además, a partir de la realidad constatada en la investigación jurisprudencial, 
comprendemos que la colaboración premiada puede aplicarse sin importar la 
naturaleza del delito. No obstante, consideramos que deben establecerse límites 
específicos en el caso de delitos contra la persona y con violencia, 
especialmente cuando involucran a víctimas vulnerables. Por lo tanto, nos 
centramos en proponer este modelo de colaboración desde la perspectiva de los 
delitos graves de naturaleza política y económica, es decir, aquellos delitos para 
los cuales están previstos los tipos privilegiados de colaboración, incluyendo 
delitos como el blanqueo de capitales, corrupción privada, falsificación de 
tarjetas, obstrucción de la justicia, entre otros.  

 

DECIMOCUARTA 

La colaboración debe ser analizada desde su perspectiva como un instrumento 
útil para la justicia. En este sentido, puede tener uno o varios de los siguientes 
propósitos: como prueba, mediante la declaración del colaborador o la 
presentación de elementos probatorios; como reparación a la víctima; como 
recuperación de activos; o como medio para evitar la actuación de grupos u 
organizaciones criminales y prevenir la comisión de un delito planeado. 

A partir de su evaluación como útil por parte del Juez o Tribunal, considerando 
las circunstancias específicas, la colaboración puede dar lugar a diversos 
premios o beneficios para el colaborador que no se limitan al ámbito penal. De 
esta manera, estos premios pueden incluir desde la suspensión de la ejecución 
de la pena, su atenuación, la suspensión de la causa con la imposición de 
determinadas medidas o el archivo del procedimiento — aunque en estos dos 
últimos casos, siempre dentro de un límite penal que evita su concesión en 
delitos graves—, tratos favorables con relación a la imposición de medidas 
cautelares, la excusa absolutoria —cuando pensada para colaboraciones que 
importan la reparación del hecho delictivo y no impliquen desconfiguración de 
las finalidades del Derecho penal—, la denegación de la extradición pasiva, y, 
siempre y cuando motivado en sentencia debido al nivel de la colaboración, la 
inmunidad judicial.  
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DECIMOQUINTA 

La colaboración con la justicia implica definir al colaborador como una figura 
independiente que no se derive ni dependa de las figuras de testigo o informante. 
Desde esta perspectiva, es necesario proteger al colaborador, especialmente 
cuando se relaciona con grupos u organizaciones criminales que puedan 
representar un peligro físico o psicológico para él, su familia o su círculo cercano. 

Además, desde el punto de vista de los demás coacusados y posibles delatados, 
la colaboración debe garantizar el respeto de los derechos y garantías 
constitucionales, en particular el derecho a la igualdad. Por lo tanto, cuando la 
colaboración se lleva a cabo de manera similar por diferentes coacusados, estos 
deben recibir premios similares. En el caso de que haya negociaciones en torno 
a la colaboración, los acuerdos deben ofrecer y mantener igualdad de 
condiciones.  

 

DECIMOSEXTA 

La colaboración con la justicia implica, en muchas situaciones, un proceso de 
justicia negociada. Esta fue una de las principales conclusiones de nuestro 
trabajo, basada en la revisión bibliográfica y jurisprudencial. En este contexto, la 
justicia negociada relacionada con la colaboración de investigados y 
encausados, al igual que la conformidad negociada, debe ser abordada desde 
una perspectiva procesal. Proponemos un modelo de negociación que sea 
coherente con el sistema penal español, que respete los principios 
constitucionales y, al mismo tiempo, se ajuste a los principios fundamentales del 
Derecho penal y del Derecho procesal penal. 

 

DECIMOSÉPTIMA 

La negociación debe involucrar necesariamente la defensa técnica del 
colaborador y, desde una perspectiva pragmática, al Ministerio Fiscal y a las 
víctimas que estén personadas en el caso. En lo que respecta a la Fiscalía, 
mucho dependerá de su cambio de estatus a director de la investigación y su 
posición de dependencia del Poder Ejecutivo. Por otro lado, la negociación 
puede llevarse a cabo en diferentes momentos procesales, desde la fase de 
investigación hasta la fase de ejecución de la pena, siguiendo el modelo 
previamente mencionado en el cual el reo también puede colaborar eficazmente 
con la justicia.  

No obstante, el acuerdo debe hacerse público en la medida en que la fase del 
procedimiento también conlleve publicidad, siempre y cuando garantice la 
adecuada protección del colaborador. En este supuesto, los documentos 
sensibles de las personas jurídicas deben protegerse con el objetivo de 
salvaguardar los intereses de todas las partes involucradas. Esto implica que el 
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acuerdo de colaboración también debe ser compatible con otros procesos, por 
ejemplo, si una delación afecta a un encausado en otro proceso penal, y con 
otras áreas del Derecho para asegurar el respeto al principio ne bis in idem. Es 
esencial que, cuando haya negociación en torno a la colaboración con la justicia, 
el acuerdo esté disponible para otras jurisdicciones siempre que sea necesario 
para la cooperación 

Para concluir, la negociación debe estar sujeta al debido control judicial, a través 
de su homologación en una sentencia motivada. Este control debe considerar, 
entre los elementos de una colaboración útil, que haya libertad para acordar y 
que no exista coacción en la prestación del consentimiento; que se haya 
asegurado la debida reparación, posiblemente integral, de la víctima; que existan 
indicios racionales de criminalidad y que haya coherencia en la calificación 
formulada, especialmente cuando la colaboración se realice en el marco de una 
conformidad que incluya, además de los premios, una sentencia de conformidad 
con la ejecución de la pena. 

 

DECIMOOCTAVA 

Cerramos esta investigación destacando la importancia de abordar este tema en 
clave de sistema. No se debe permitir la realización de acuerdos al margen de 
la legalidad, pero tampoco se debe incentivar su legalización a través de 
legislaciones de emergencia. Su enfoque debe ser exhaustivo y planificado 
dentro de esta perspectiva sistemática para lograr una verdadera eficiencia.  
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ANEXO I. DOCUMENTOS PARA LA OBTENCIÓN DE LA MENCIÓN DE 
“DOCTORADO INTERNACIONAL” 

ABSTRACT 

There has been an increasing trend in Spain towards maximizing the opportunity 
principle through conformidad and the use of mechanisms aimed at rewarding 
the collaboration of individuals under investigation as well as accused individuals 
with the justice system. Nevertheless, it is essential to address this movement 
within a systemic framework, considering its coherence with the fundamental 
principles of criminal and procedural law, as well as from a constitutional 
perspective of the criminal justice system. 

Specifically, collaboration with the criminal justice system has become an 
increasingly relevant phenomenon, especially in the fight against corruption and 
organized crime, serious and transnational offenses, becoming a priority for 
modern states. This manifestation is framed within the principle of opportunity, 
offering an efficient alternative pathway for conflict resolution that may lead to the 
application of negotiated justice. 

From this standpoint, this research aims to conduct a comprehensive study of the 
collaboration of defendants with the justice system, from the perspective of the 
incorporation of the opportunity principle into the Spanish criminal justice system, 
including the procedural and criminal manifestations of such collaboration. 
Additionally, considering the practical issues related to the specifically provided 
awarded collaboration throughout the Penal Code, a jurisprudential investigation 
of the Supreme Court is carried out to comprehend the current application of 
mitigation measures as a basic incentive for collaborators with the justice system. 

Consequently, the objective is to extract interpretations and conclusions that 
allow for the proposal of an approach to collaboration with justice –both rewarded 
and negotiated– that, in addition to being efficient in terms of outcomes, is 
consistent with the principles that shape the Spanish democratic rule of law. 

 

KEYWORDS 

Collaboration with justice; Spain´s criminal system; Opportunity principle; 
Negotiated justice; Awarded collaboration.  
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INTRODUCTION 

 

Criminal law is in crisis. Authors have been asserting this claim since the XX 
century1332, possibly since the very conception of criminal law as we understand 
it today, as evidenced by Beccaria's work "On Crimes and Punishments"1333. 

Within the systems that descend from the continental European model of 
prosecuting crimes, where the rule of law and the principle of legality –in its broad 
sense: constitutional, criminal, and jurisdictional– prevail, the crisis has led to the 
implementation of the opportunity principle. It was responsible for the introduction 
of alternative mechanisms to resolve conflicts, such as plea agreements, and in 
current discussions, restorative justice and criminal mediation. In general terms, 
it has sparked debates surrounding the concepts of reconciliation, consensus, 
collaboration, negotiation, and negotiated justice. 

Despite its gradual implementation in the Spanish criminal justice system, the 
introduction of various regulations and concepts associated with opportunity 
mechanisms has resulted in a true normative chaos. For instance, in the case of 
conformidades, this has often led to covert or extralegal applications outside the 
bounds of legality. 

A similar situation has occurred with the collaboration of individuals under 
investigation and accused individuals with the justice system. Although there 
were specific provisions in the Criminal Code allowing for sentence mitigations 
for certain accused individuals who cooperated in accordance with the 
requirements specified in the criminal law, it has expanded in a disorderly fashion. 

To the crisis in criminal law, which transforms the accused from a passive subject 
into a person whose information and actions can assist in the pursuit of justice, 
we must add regional and international organizations that regulate the fight 
against corruption and transnational organized crime, among other concerns 
related to serious criminality. They resort to the collaboration of individuals under 
investigation as a mechanism to address criminality that is both serious and 
complex. 

The media has also begun to play an essential role in this movement. To this, we 
now add social media, which has the power to turn any news into a viral sensation 
and give it extreme importance in a matter of minutes. Indeed, it is in this context 
that collaboration of defendants with the justice system has emerged as a 
relevant element in the Spanish criminal justice system –as well as for our 

 
1332 Cfr. Schünemann, 1991; Prittwitz, 2021; Ferrajoli, 1995; Ferrajoli, 2000; Muñoz Conde, 1999; 
Silva Sánchez, 2001; Zaffaroni, 1998. 
1333 Beccaria, 2013. 
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research–. Around 20181334 –and up to today1335– various news reports have 
circulated regarding the negotiation of agreements1336 among defendants in 
major corruption cases, particularly the Gürtel case, as if it had become an 
existing and regular modality within the framework of due legal process. 

Thus, a latent incompatibility arises between the world of "law in books" and "law 
in action"1337. In the former, there is no existence of agreements or negotiations 
beyond certain forms of conformidad, where the agreement is restricted to the 
charges and the penalty, with appropriate judicial controls limiting its scope. In 
the latter, extrajudicial agreements and negotiations take place outside the law, 
and therefore, outside the principle of legality and the constitutional framework, 
in exchange for the cooperation of significant accused individuals. 

Specifically, there is a discrepancy between reality and the fundamental 
principles of the criminal justice system, the constitutional framework, and, 
specifically, constitutional guarantees. 

Furthermore, regarding the opportunity principle, although it has been 
implemented in continental European origin systems for over three decades, it 
still lacks a clear concept and continues to depend on its relationship with the 
principle of legality. There is also no clarity regarding the position that the 
opportunity principle takes in relation to the principle of legality, whether it 
opposes or complements the latter. 

One of the central elements in this problem is related to the lack of procedural 
regulation of all these new categories, which, in one way or another, confirm an 
exponential expansion of criminal law1338. In reality, alternative forms of resolving 
the process are implemented, such as conformidad, to impose more penalties; 
the collaboration of co-defendants is required to strengthen the charges and 
prosecute more individuals. 

Between the lack of sufficient procedural regulation and the existing confusion in 
other areas1339, the "law in action" is constructed. In the case of Spain, this is 
determined by the work of jurisprudential construction. Carnelutti emphasized the 

 
1334 January, 2018: “El pacto con la fiscalía en el juicio de la caja b del PP de Valencia divide a 
las defensas” (Jesús Pérez, 2018). 
1335January, 2023: “Camps denuncia «pactos secretos y obscenos» de Anticorrupción con 
acusados en el juicio de Gürtel: el expresidente acusa a la Fiscalía de buscas «personas para 
intentar inculpar a otras» a cambio de rebajarles «las exorbitantes peticiones de condena que 
pide muchas veces»” (La Provincias, 2023). 
1336 May, 2021: “La defensa de Bárcenas dice que el extesorero del PP colabora por 
arrepentimiento y tras reflexionar en prisión” (Europa Press, 2021); January,  2023, 
“Anticorrupción responde a Camps y defiende los acuerdos de conformidad en Gürtel: ´No son 
obscenos ni clandestinos” (RTVe Agencias, 2023). 
1337 Mentioned by the first time by Roscoe Pound (1910), with the objective of dealing with the 
problem of creating a law science that considers how law truly works and is applied. Kelsen 
studies it through a positivist perspective (1941). For an updated vision cfr. Halperin, 2011, pp. 
47 y ss. 
1338 Cfr. Rodríguez- García, 2022, p. 51. 
1339 For instance, through the regulation of conformidad. Cfr. Gimeno Sendra, 2020, p. 37; 
Rodríguez-García, 2020, p. 475. 
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importance of the work of judges in that judicial decisions bring a degree of 
correction to the law1340. Bourdieu, from a sociological perspective, also studied 
how judges, through a rationalization process, confer symbolic effectiveness to 
laws1341. Indeed, collaboration with justice in Spain has undergone this process, 
and to the extent that the rationalization work of judges gains recognition1342, it 
deserves to be carefully analyzed so that written law ("law in books") can adapt 
and regulate these mechanisms that already have full symbolic effectiveness1343. 

From this perspective, the research is based on the hypothesis of the existence 
of collaboration by individuals under investigation and accused individuals with 
the criminal justice system in the Spanish legal system; a manifestation that 
stems from the opportunity principle and leads to negotiated justice1344. 

This hypothesis –closely related to the title of the work– is related to the structure 
of the research and the main elements studied. 

In Chapter I, the foundations of the Spanish criminal justice system will be 
established through a systematic and constitutional1345 reading, highlighting how 
the criminal justice system is intrinsically linked to the (social and democratic) 

 
1340 Carnelutti, when searching for an answear to the question “what is a trial?” said that “il 
legislatore ha le insegne della sovranità; ma il giudice ne possiede le chiavi” (Carnelutti, 2017, p. 
62). 
1341 Bourdieu stated that “O trabalho de racionalização, ao fazer aceder ao estatuto de veredicto 
uma decisão judicial que deve, sem dúvida, mais às atitudes éticas dos agentes do que às 
normas puras do direito, confere-lhe a eficácia simbólica exercida por toda a ação quando, 
ignorada no que têm de arbitrário, é reconhecida como legítima” (Bourdieu, 2011, p. 225). 
Furthermore, Bourdieu has thoroughly studied the functionally complementary work of legal 
professionals and judges within the realm of a legitimate exercise of legal competence. The 
former engage in a process of rationalization and formalization, subjecting themselves to a body 
of rules with the aim of achieving coherence and consistency in a set of principles and/or rules 
that are often contradictory and complex. Additionally, they provide the latter with a means to 
ensure that their verdicts are exempt from arbitrariness. The judges, on the other hand, in 
resolving conflicts, seek to adapt the system to reality by introducing the necessary changes and 
innovations for the survival of the system itself. (2011, p. 220). 
1342 Bourdieu, 2011, p. 243. 
1343 Carnelutti adds the citzens to the relationship legislators-judges: “entre el legislador y el Juez 
la diferencia, aproximadamente, la intuyen todos: el primero forma las leyes, el segundo las aplica 
(...) La verdad es que las aplican también los ciudadanos cuando según ellas regulan su 
conducta” (2021, p. 380). Cfr. Montero Aroca, 1998, p. 376. 
1344 We explain that during this research, in addition to referencing Spanish works, as would be 
expected in a study of the Spanish penal system, we will make references to Portuguese and 
Brazilian doctrine and use some examples from German legislation. First, the reference to 
Portugal is justified because it constitutes a penal system that, also originating from a continental 
European model of crime prosecution and built on the principle of legality, addresses the issue of 
opportunity mechanisms from a systemic perspective, as its doctrine studies criminal law and 
criminal procedural law in an integrated manner. As for Brazil, we will mention this country to the 
extent that, also based on the principles of legality and officiality, it has implemented a specific 
and procedural model of plea bargaining since 2013, designed to combat organized crime and 
widely applied. Finally, we will refer to Germany at certain points in this work, from the perspective 
of a legal system that introduced opportunity mechanisms into its criminal procedural legislation 
after their pragmatic use, adapting them to the principle of legality. 
1345 Cfr. Gimeno Sendra, about how “la vigente Constitución española de 1978 constituye la 
norma suprema, a la cual ha de adecuarse la totalidad del ordenamiento procesal penal” (Gimeno 
Sendra, 2015, p. 61). 



 

 508 

Rule of Law and the model for prosecuting crimes, which has developed from the 
influence of the continental European model and is materialized through the 
application of the principle of legality. From this perspective, the fundamental 
principles of this Spanish criminal justice system will be studied, always with 
specific considerations related to the opportunity principle in a general sense and, 
specifically, collaboration with justice or awarded justice1346. 

In Chapter II, the objective will be to understand the implementation of the 
principle of opportunity in the Spanish criminal justice system. During this stage, 
the before mentioned crisis of criminal law, which has been acquiring different 
characteristics over time, will play a relevant role, justifying various instances of 
the principle of opportunity –through different mechanisms–. After this 
construction, we will be able to clarify not only the problems surrounding this 
principle of opportunity but also how it applies specifically to the collaboration of 
defendants with the justice system, from the perspective of awarded and 
negotiated justice. This phase of the research is essential to understand the role 
played by international and regional organizations in constructing the need for 
collaboration with justice in various criminal legal systems. As an example, 
documents and International Conventions from the United Nations, the Council 
of Europe; reports from the United Nations Office on Drugs and Crime, the 
Organization for Economic Cooperation and Development, and, from a regional 
perspective, documents –resolutions, proposals for Directives, etc.– from the 
European Union will be examined. 

Once this initial stage of conceptualization and creation of the theoretical 
framework concerning collaboration with justice, within a systemic framework and 
based on the opportunity principle, is completed, we will move on to Chapter III. 
In this chapter, the opportunity principle will be analyzed according to "law in 
books," or, in other words, the principle of legality. In this way, we will study the 
procedural and criminal manifestations of the opportunity principle that include 
collaboration with justice: from conformidades to awarded collaboration, which is 
manifested through the analogous mitigating factor of confession and the specific 
provisions in certain crimes in the Criminal Code through the granting of 
mitigating factors. This stage reveals one of the major problems mentioned 
earlier. On the one hand, there is a lack of clear and coherent procedural 
regulation for many elements of collaboration with justice: both in the case of 
negotiations in the form of negotiated conformidades and in the case of 
collaboration in criminal manifestations. On the other hand, there is a lack of 
legislative precision regarding awarded collaboration and the need for 
jurisprudential construction regarding the mitigating factors for collaboration. 

 
1346 A methodology based on a historical-regional approach will be applied, which is significant 
given the fact that criminal law is typically a reflection of state politics and the culture of a specific 
country at a particular historical moment. This should subject this legal field to more rigorous 
scrutiny due to "the especially sensitive nature of criminal punishment." (Muñoz Romero, 2020, 
p. 20). 
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Therefore, in Chapter IV, we set out to conduct a jurisprudential investigation 
focused on the Supreme Court, given its role as the primary shaper of 
jurisprudence in Spain. The objective of this chapter is, through a 
methodologically grounded study1347, to analyze all the Supreme Court rulings 
from a specific period of time, as extensive as possible due to the number of 
judgments we have the material capacity to analyze in detail and as recent as 
possible, dealing with awarded collaboration. In this case, based on the research 
previously conducted on "law in books," awards would be mostly limited to 
penalty mitigation. Thus, in Chapter IV, we arrive at quantitative and qualitative 
results regarding awarded collaboration by individuals under investigation and 
accused individuals with the criminal justice system, which allow us to draw more 
reliable conclusions regarding "law in action," i.e., the reality of the law through 
its application by judges. 

Finally, in Chapter V, the results derived from the research previously conducted 
will be presented through a proposal that, although within the framework of a 
systemic perspective, brings awarded collaboration into criminal procedural law. 
In this way, we will propose a model of awarded collaboration, from the 
perspective of the oprtunity principle and negotiated justice, which allows for 
greater compatibility with the Spanish criminal justice system, the Spanish 
Constitution, fundamental principles, and fundamental rights and guarantees. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
1347 Cfr. Zárate Pérez, 2013. 
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CONCLUSIONS 

 

FIRST 

Criminal procedural law—and, of course, criminal law—must be approached from 

a systemic perspective. This systematic approach allows us to have a 

comprehensive understanding of the issue of collaboration of the investigated 

and accused parties with the justice system. From this perspective, we can also 

comprehend how the criminal justice system fits into a broader model of crime 

prosecution. In this context, we conclude that accusatory, inquisitorial, and 

adversarial models are insufficient to resolve the problems related to the 

application of the principle of opportunity and, in particular, collaboration with the 

justice system. 

It is imperative to move towards an interpretation of the criminal justice system 

that allows its compatibility not with a particular model, but with the Spanish 

Constitution, the fundamental rights established in Article 24 of the Constitution, 

and the principles that shape the criminal justice system. 

 

SECOND 

The opportunity principle continues to be the subject of various definitions, some 

more restrictive than others. From a more restrictive perspective, the opportunity 

principle can be conceived as the manifestation of the discretion exercised by the 

Public Prosecutor in the exercise of criminal action. On the other hand, in broader 

perspectives, the opportunity principle encompasses the application of various 

measures, institutions, or mechanisms that allow for alternative resolution of 

criminal proceedings through streamlining the process, consensus, negotiation 

between the parties, among other factors. After the analysis conducted, we 

support the broader perspectives, which allow us to understand the collaboration 

of the investigated and accused with the justice system as an intrinsic mechanism 

of the opportunity principle. 
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THIRD 

The opportunity principle has been analyzed and applied in criminal justice 

systems of continental European origin, based on the principle of legality, since 

the end of the last century. However, there has been a process observed, 

although not linear, evolving from its implementation in minor and medium-level 

crimes towards its generalization as a means to improve the efficiency in the 

criminal prosecution of both serious and complex crimes, characterized by their 

political-economic nature. In the initial stage of this process, the main arguments 

were primarily the crisis of criminal law in terms of its capacity to address all of 

criminality uniformly, i.e., the difficulty of achieving full implementation, as well as 

the paradigm shift regarding the retributive function of punishment and the 

principle of equality. 

 

FOURTH 

The consolidation of globalization, along with the consolidation of a "new" form of 

organized and transnational crime, leads to a paradigm shift regarding the 

opportunity principle, making its application in cases of serious crimes a priority 

for modern Western states. 

In this movement, it is essential to understand how there is a McDonaldization of 

society, based on the importation of models that, for the most part, come from 

the American system of crime prosecution—the adversarial system. However, we 

conclude that it is not appropriate to refer to this importation as a simple legal 

transplant, but rather as the incorporation of mechanisms that require proper 

adaptation to the new criminal justice system. In other words, in relation to the 

adoption of the opportunity principle from the American system, we must speak 

of its importation through a suitable translation that allows compatibility with the 

constitutional order and the fundamental principles that shape the criminal justice 

system receiving these mechanisms. 
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FIFTH 

As the opportunity principle becomes an alternative means to address serious 

and complex crimes, often with a political and economic dimension, international 

and regional organizations play a fundamental role in advocating not only for the 

adoption of a broad opportunity principle by states but also for the implementation 

of mechanisms that encourage the collaboration of investigated and accused 

parties with the criminal justice system. 

Internationally, organizations such as the United Nations, the Council of Europe, 

the Office on Drugs and Crime, and the Organization for Economic Cooperation 

and Development stand out. At the regional level, the European Union should be 

mentioned. In each of these organizations, the collaboration of investigated and 

accused parties with the criminal justice system is promoted, specifying which 

crimes it covers, how it is carried out, and which elements must be carefully 

incorporated into national legislation, including the protection of these 

collaborators. 

 

SIXTH 

Having outlined collaboration with the justice system as a component of the 

opportunity principle, we have examined its legal implication in the Spanish 

criminal justice system, both from a procedural perspective and regarding the 

criminal consequences according to the Criminal Code. 

Conformity emerges as the central procedural element when addressing the 

opportunity principle, from the perspective of the consensus it requires, the 

negotiation it allows in some of its manifestations, and, as collaboration with the 

justice system, in that it shortens the criminal process and, in some cases, results 

in the acknowledgment of facts by the investigated party. 

 

SEVENTH 

In the context of conformities, it is concluded that the current system suffers from 

inefficiencies due to chaotic provisions among different procedures, whether 
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ordinary, expedited, or special processes, such as those related to minors, the 

Jury Court, or military jurisdiction. 

Moreover, the lack of uniformity in terms of the requirement of acknowledgment 

of facts in conformity proceedings generates systemic problems, as it does not 

guarantee the presumption of innocence. Deprivation of liberty sentences are 

applied—currently, they can reach up to six years of imprisonment—without a 

duly proven acknowledgment of facts, and in some conformity modalities, they 

are also applied to investigated parties who do not confess but only agree to the 

penalty. This issue would worsen with respect to general amendment projects of 

the Criminal Procedure Law—such as the 2020 Draft Criminal Procedure Law, 

for example—or alterations to the current Criminal Procedure Law—based on the 

Bill on Procedural Efficiency Measures of the Public Service of Justice—, which 

eliminate the penalty requirement of conformity. 

It is imperative to reconsider conformity to clearly define under what 

circumstances a confession is required or not, so that judicial control can be 

adapted to each situation. With confession, minimal judicial control over their 

veracity must be carried out. On the other hand, its absence should lead to judicial 

examination of indications of criminality that allow for greater compatibility 

between conformity and the presumption of innocence, especially when it 

involves the enforcement of prison sentences exceeding a certain limit —e.g., 

five years, in the case of serious crimes, or six years, if it corresponds to the 

current penal limit of conformity—-. 

 

EIGHTH 

Within the framework of the Criminal Code, we have examined the manifestation 

of awarded collaboration from two different perspectives. On the one hand, the 

analogical interpretation of the confession mitigating circumstance (Art. 21.4 PC), 

which allows for a reduction in the penalty for those who, having confessed after 

becoming aware of the judicial proceedings against them, choose to actively and 

effectively collaborate with justice. On the other hand, the manifestations 

applicable to specific offenses that, in exchange for specific and well-defined 

collaboration behaviors, allow for a reduction in the penalty, the application of a 
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suspended sentence, or, as the maximum reward, post-offense absolution —

referred to as privileged types—. 

Each of these manifestations has been subject to a detailed analysis, from which 

various conclusions have been drawn. Firstly, it has been observed that the 

application of privileged types is difficult to implement in judicial practice due to 

the challenging requirements for obtaining each of the specified rewards. 

Additionally, their inclusion in the material criminal law, i.e., the Criminal Code, 

prevents agreements with collaborators. Consequently, the collaborator is 

compelled to act altruistically, without guarantees regarding the rewards they may 

receive for their collaboration, and lacks a procedural system that provides 

protection for their actions. Finally, it has been noted that privileged types are 

applied disparately to different types of offenses, without following a coherent 

formal logic. For example, collaboration is rewarded in bribery and embezzlement 

offenses, but not in private corruption or money laundering offenses. 

 

NINTH 

Legal persons have been analyzed from both procedural and criminal 

perspectives. In reality, various opportunities exist regarding their collaboration 

with justice and the application of the principle of opportunity. This can be 

achieved through conformities, in which case, due to the nature of the penalty 

that would be imposed, the most beneficial option could be to opt for conformities 

in expedited trials, where a reward could be obtained. Additionally, they have the 

possibility to collaborate with justice specifically through the implementation of an 

effective compliance program, either before or after the commission of the 

offense, through a confession made by a specially designated representative and 

assisted by their attorney, or through cooperation in the investigation by providing 

new and decisive evidence. Depending on the level of collaboration, they could 

benefit from exemption from liability or a reduction in the penalty. 

 

TENTH 

The limited applicability of privileged types alongside the broad scope of the 

analogical confession mitigating circumstance, as well as its exclusive 
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dependence on the interpretation of Spanish courts, motivates an investigation 

into recent jurisprudence of the Supreme Court regarding awarded collaboration. 

The conclusion is reached that the analogical confession mitigating circumstance 

has a predominant impact as an awarded collaboration measure compared to 

privileged types. Furthermore, it is observed that awarded collaboration is also 

promoted in criminal acts that go beyond those previously analyzed—of a 

political-economic nature, serious, and often transnational—, and that the penalty 

is frequently reduced due to collaboration in offenses such as homicide, murder, 

sexual abuse, assault, etc., consistently throughout the four years analyzed 

(2019-2022). 

 

ELEVENTH 

There is a lack of a clear criteria when defining what constitutes useful 

collaboration and to what extent it can guarantee a significant reduction in the 

penalty —by two degrees—. Furthermore, while it is true that most collaborations 

observed arose from the statements of the individuals under investigation and 

accused, many of them also resulted from the submission of evidence or 

assistance in investigative measures, such as home searches or DNA evidence. 

Specific examples have been identified that reveal the existence of a sort of 

negotiated justice in the field of awarded collaboration, which operates covertly 

and outside the current procedural legality. In this context, situations of partial 

conformities have been noted, which, because they cannot result in a conformity 

judgment, trigger the application of the analogical confession mitigating 

circumstance, due to the "collaboration" of the accused who had previously 

shown conformity. Likewise, agreements with the prosecution regarding 

collaboration are made, as the Public Prosecutor's Office will be responsible for 

requesting a certain penalty and the application of a mitigating circumstance. 

These agreements, although mentioned by the Court, are respected without 

judicial oversight of the facts that led to the granting of the mitigating 

circumstance. Finally, it has been observed that when the Public Prosecutor's 

Office plays an active role in collaboration, the reduction of the penalty by two 

degrees tends to be applied more frequently, even in cases where the 



 

 516 

collaboration acts are similar to others in which only a one-degree mitigation is 

justified. 

The jurisprudential investigation conducted also reveals the inadequacy of a 

reduced penalty as a reward for collaboration with justice, especially when it is 

primarily applied through the analogical confession mitigating circumstance —in 

other words, because privileged types, which could have other benefits such as 

post-offense absolution, are practically not applied—. In many cases, useful 

collaboration with justice is evident, but since the penalty is already applied at its 

minimum limit, the mitigating circumstance would have no effect. 

 

TWELFTH 

We start from the negotiated conformity model proposed by Gimeno Sendra for 

the 2020 Draft Criminal Procedure Law (LECrím) and the distinction between the 

models of qualified and broad collaboration to arrive at our own proposal for 

awarded collaboration. 

In this regard, we have reached the conclusion that the acknowledgment of the 

facts or confession should not be essential elements for rewarding the 

collaboration of individuals under investigation and accused with the justice 

system. This approach deviates from the model necessary for applying the 

analogical confession mitigating circumstance. 

Within the Spanish criminal system, two models of awarded collaboration can 

coexist. The first would require confession or acknowledgment of the facts as a 

condition for accepting the fulfillment of a sentence, thus allowing the early 

conclusion of the process through a negotiated plea agreement. The second 

model, on the other hand, would imply that collaboration with justice, even if it 

does not involve confession or acknowledgment of the facts, requires the 

development of due criminal process, so that the collaborator only serves a 

sentence after a duly substantiated guilty verdict. 

To fully understand the second model, it is necessary to conceive collaboration 

as a broad attitude of cooperation with the legal process, going beyond actions 

such as denouncing other individuals involved in the offense. 
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THIRTEENTH 

The collaboration of individuals under investigation and accused with justice can 

also apply to those who have been convicted or are serving a sentence as 

inmates, as long as their collaboration proves useful. In these cases, however, 

the incentives offered are considered from the perspective of sentence fulfillment. 

Furthermore, based on the reality observed in jurisprudential research, we 

understand that awarded collaboration can be applied regardless of the nature of 

the offense. However, we believe that specific limits should be established in the 

case of crimes against individuals and involving violence, especially when 

vulnerable victims are involved. Therefore, we focus on proposing this model of 

collaboration from the perspective of serious offenses of a political and economic 

nature, that is, offenses for which privileged types of collaboration are provided, 

including crimes such as money laundering, private corruption, credit card fraud, 

obstruction of justice, among others. 

 

FOURTEENTH 

Collaboration should be analyzed from the perspective of its usefulness to justice. 

In this sense, it may have one or several of the following purposes: as evidence, 

through the collaborator's statement or the presentation of evidentiary elements; 

as restitution to the victim; as asset recovery; or as a means to prevent the actions 

of criminal groups or organizations and to prevent the commission of a planned 

offense. 

Based on its evaluation as useful by the judge or court, considering the specific 

circumstances, collaboration can lead to various rewards or benefits for the 

collaborator that extend beyond the realm of criminal law. Thus, these rewards 

may include the suspension of sentence execution, its mitigation, the suspension 

of proceedings with the imposition of certain measures, or the dismissal of the 

case—although in the latter two cases, always within a penal limit that prevents 

their application in serious crimes—, favorable treatment regarding the imposition 

of precautionary measures, an absolute discharge—when intended for 

collaborations that involve the restitution of the criminal act and do not entail a 
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distortion of the purposes of criminal law—, the denial of passive extradition, and, 

provided it is motivated in a sentence due to the level of collaboration, judicial 

immunity. 

 

FIFTEENTH 

Collaboration with justice implies defining the collaborator as an independent 

figure not derived from or dependent on the figures of a witness or informant. 

From this perspective, it is necessary to protect the collaborator, especially when 

dealing with criminal groups or organizations that may pose a physical or 

psychological danger to them, their family, or their close circle. 

Furthermore, from the perspective of other co-defendants and potential 

informants, collaboration must ensure respect for constitutional rights and 

guarantees, particularly the right to equality. Therefore, when collaboration is 

carried out in a similar manner by different co-defendants, they should receive 

similar rewards. In the case of negotiations regarding collaboration, agreements 

must offer and maintain equal conditions. 

 

SIXTEENTH 

Collaboration with justice involves, in many situations, a process of negotiated 

justice. This was one of the main conclusions of our work, based on literature and 

jurisprudential review. In this context, negotiated justice related to the 

collaboration of individuals under investigation and accused, like conformities, 

must be approached from a procedural perspective. We propose a negotiation 

model that is consistent with the Spanish criminal system, respects constitutional 

principles, and, at the same time, adheres to the fundamental principles of 

criminal law and criminal procedural law. 

 

SEVENTEENTH 

Negotiations must necessarily involve the technical defense of the collaborator 

and, from a pragmatic perspective, the Public Prosecutor's Office and the victims 

who are parties to the case. As for the Public Prosecutor's Office, much will 
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depend on its change of status to that of the director of the investigation and its 

dependence on the Executive Branch. On the other hand, negotiations can take 

place at different procedural stages, from the investigation phase to the penalty 

execution phase, following the previously mentioned model in which the inmate 

can also collaborate effectively with justice. 

However, the agreement must be made public to the extent that the procedural 

stage also involves publicity, as long as it ensures the adequate protection of the 

collaborator. In this case, sensitive documents of legal entities must be protected 

to safeguard the interests of all parties involved. This implies that the 

collaboration agreement must also be compatible with other proceedings, for 

example, if a disclosure affects a defendant in another criminal case, and with 

other areas of law to ensure respect for the principle of ne bis in idem. It is 

essential that, when there is negotiation regarding collaboration with justice, the 

agreement is available to other jurisdictions whenever necessary for cooperation. 

In conclusion, negotiations must be subject to judicial oversight through their 

approval in a motivated sentence. This control must consider, among the 

elements of useful collaboration, that there is freedom to agree and no coercion 

in providing consent; that proper restitution, possibly comprehensive, has been 

ensured to the victim; that there are reasonable indications of criminality and that 

there is consistency in the classification made, especially when collaboration is 

carried out within the framework of an agreement that includes, in addition to 

rewards, a guilty sentence with sentence execution. 

 

EIGHTEENTH 

We conclude this investigation by emphasizing the importance of addressing this 

issue from a systemic perspective. Agreements outside the bounds of legality 

should not be allowed, but their legalization should not be encouraged through 

emergency legislations either. The approach should be comprehensive and well-

planned within this systematic perspective to achieve genuine efficiency. 
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RESUMO 

É possível observar na Espanha uma tendencia crescente em direção à 

maximização do princípio de oportunidade por meio da conformidade e do uso 

de mecanismos destinados a recompensar a colaboração de investigados e 

acusados com a justiça. No entanto, é fundamental abordar essa tendência em 

um contexto sistêmico, considerando sua coerência com os princípios 

fundamentais da ordem penal e processual penal, bem como a partir de uma 

leitura constitucional do sistema penal. 

Especificamente, a colaboração com a justiça penal tornou-se um fenômeno 

cada vez mais relevante, especialmente na luta contra a corrupção e o crime 

organizado, delitos graves e transnacionais, tornando-se uma prioridade para os 

Estados modernos. Esse processo se insere no âmbito do princípio da 

oportunidade, oferecendo uma via alternativa eficiente para a resolução de 

conflitos que pode resultar na aplicação de uma justiça negociada. 

A partir dessa perspectiva, esta pesquisa visa realizar um estudo abrangente 

sobre a colaboração de investigados e acusados com a justiça, sob a ótica da 

incorporação do princípio de oportunidade no sistema penal espanhol, incluindo 

as manifestações processuais e penais dessa colaboração. Além disso, levando 

em consideração os problemas pragmáticos da colaboração premiada 

especialmente prevista ao longo do Código Penal, é realizada uma pesquisa 

jurisprudencial do Tribunal Supremo para compreender a aplicação atual das 

atenuantes, como medida básica de recompensa, aos colaboradores com a 

justiça. 

Portanto, busca-se extrair interpretações e conclusões que permitam propor uma 

abordagem de colaboração com a justiça –tanto premiada quanto negociada– 

que, além de ser eficiente em termos de resultados, seja coerente com os 

princípios que moldam o Estado democrático de Direito espanhol. 

PALAVRAS-CHAVE 

Colaboração com a justiça; Sistema penal espanhol; Princípio de oportunidade; 
Justiça negociada; Colaboração premiada. 
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INTRODUÇÃO 

O Direito penal está em crise. A doutrina tem sustentado essa afirmação desde 
o século XX1348, possivelmente desde a própria concepção do Direito penal tal 
como o entendemos hoje, como evidenciado na obra de Beccaria, "Dos Delitos 
e das Penas"1349. 

Dentro dos sistemas derivados do modelo europeu continental de persecução 
criminal, onde prevalecem o Estado de Direito e o princípio da legalidade em sua 
concepção ampla –constitucional, penal e jurisdicional–, a crise levou à 
implementação do princípio da oportunidade. Esse princípio deu origem à 
introdução de mecanismos alternativos de resolução de conflitos, como a 
conformidade e, na discussão atual, a justiça restaurativa e a mediação penal. 
Em termos gerais, isso gerou debates sobre os conceitos de conciliação, 
consenso, colaboração, negociação e justiça negociada. 

Apesar de sua implementação gradual no sistema penal espanhol, a introdução 
de diversas normativas e conceitos associados aos mecanismos de 
oportunidade resultou em um verdadeiro caos normativo. Por exemplo, no caso 
das conformidades, isso resultou em uma aplicação muitas vezes velada ou 
extralegal, à margem da legalidade. 

Algo semelhante ocorreu com a colaboração de investigados e acusados com a 
justiça. Embora houvesse previsões específicas no Código Penal que 
permitissem a redução da pena para determinados acusados que colaborassem 
de acordo com os requisitos especificados na lei penal, isso se expandiu de 
forma desordenada. 

À crise do Direito penal, que faz com que o investigado deixe de ser um sujeito 
passivo e passe a ser alguém cuja informação e ação podem auxiliar a justiça, 
somam-se as organizações regionais e internacionais que, ao regulamentar o 
combate à corrupção e ao crime organizado transnacional, entre outras 
preocupações relacionadas a crimes graves e complexos, recorrem à 
colaboração dos investigados como mecanismo para lidar com uma 
criminalidade que é tanto grave quanto complexa. 

Os meios de comunicação também começaram a desempenhar um papel 
essencial nesse movimento. A isso se somam agora as redes sociais, que têm 
o poder de transformar qualquer notícia em viral e conferir-lhe uma importância 
extrema em questão de minutos. De fato, é nesse contexto que a colaboração 
de acusados com a justiça surgiu como um elemento relevante no sistema penal 

 
1348 Cfr. Schünemann, 1991; Prittwitz, 2021; Ferrajoli, 1995; Ferrajoli, 2000; Muñoz Conde, 1999; 
Silva Sánchez, 2001; Zaffaroni, 1998. 
1349 Beccaria, 2013. 
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espanhol - e para nossa pesquisa. Quando, por volta de 20181350 –e até hoje1351–  
várias notícias foram divulgadas sobre a negociação de acordos1352 entre 
acusados em grandes casos de corrupção, especialmente o caso Gürtel, isso se 
tornou uma modalidade compreendida como existente e regular no contexto de 
um devido processo legal. 

Assim, surge uma incompatibilidade latente entre o mundo do law in books e o 
law in action1353. No primeiro mundo, a falta de acordos ou negociações é 
limitada a algumas modalidades de conformidade, nas quais o acordo se 
restringiria à qualificação e à pena, com os devidos controles judiciais que 
limitariam sua margem de manobra. No segundo mundo, são feitos acordos e 
negociações extrajudiciais e à margem da lei –e, portanto, fora da legalidade e 
do quadro constitucional– para obter a colaboração de acusados importantes em 
troca de determinadas recompensas. 

Especificamente, destaca-se a discrepância entre a realidade e os princípios 
fundamentais do sistema penal, o quadro constitucional e, especificamente, as 
garantias constitucionais. 

Além disso, no que diz respeito ao princípio de oportunidade, embora tenha sido 
implementado em sistemas de origem europeia continental por mais de três 
décadas, ainda carece de um conceito claro e depende de sua relação com o 
princípio de legalidade. Também não há clareza sobre a posição que o princípio 
de oportunidade adota em relação ao princípio de legalidade, ou seja, se ele se 
opõe ou complementa este último. 

Um dos elementos centrais dessa problemática está relacionado à falta de 
regulamentação processual de todas essas novas categorias que, de uma forma 
ou de outra, confirmam uma expansão exponencial do Direito penal1354. Na 
verdade são implementadas formas alternativas de resolver o processo, como a 
conformidade, para impor penas mais severas; a colaboração de coacusados é 
necessária para fortalecer as acusações e responsabilizar mais pessoas. 

 
1350 Janeiro de 2018: “El pacto con la fiscalía en el juicio de la caja b del PP de Valencia divide a 
las defensas” (Jesús Pérez, 2018). 
1351 Janeiro de 2023: “Camps denuncia «pactos secretos y obscenos» de Anticorrupción con 
acusados en el juicio de Gürtel: el expresidente acusa a la Fiscalía de buscas «personas para 
intentar inculpar a otras» a cambio de rebajarles «las exorbitantes peticiones de condena que 
pide muchas veces»” (La Provincias, 2023). 
1352 Maio de 2021: “La defensa de Bárcenas dice que el extesorero del PP colabora por 
arrepentimiento y tras reflexionar en prisión” (Europa Press, 2021); Janeiro de 2023, 
“Anticorrupción responde a Camps y defiende los acuerdos de conformidad en Gürtel: ´No son 
obscenos ni clandestinos” (RTVe Agencias, 2023). 
1353 Pela primeira vez no trabalho de Roscoe Pound (1910), com o objetico de destacar o 
problema de criar uma ciência jurídica que considerasse como a lei realmente funciona e é 
aplicada (1941). De maneira similar, mas desde uma perspectiva positivista cfr.  Kelsen (1941). 
Para uma visão atualizada cfr. Halperin, 2011, pp. 47 y ss. 
1354 Cfr. Rodríguez- García, 2022, p. 51. 
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Entre a falta de regulamentação processual adequada –e a confusão existente 
em outras áreas1355–, surge o law in action. No caso da Espanha, isso é 
determinado pelo trabalho de construção jurisprudencial. Carnelutti destacou a 
importância do trabalho dos juízes no sentido de que as sentenças judiciais 
fornecem certo grau de correção da lei1356. Bourdieu, sob uma perspectiva 
sociológica, também estudou como os juízes, por meio de um trabalho de 
racionalização, conferem eficácia simbólica às leis1357. De fato, a colaboração 
com a justiça na Espanha passou por esse processo e, na medida em que o 
trabalho de racionalização dos juízes é reconhecido1358, merece ser 
cuidadosamente analisado para que a lei escrita (law in books) se adapte e 
possa regular esses mecanismos que já possuem plena eficácia simbólica1359. 

A pesquisa é baseada na hipótese da existência de colaboração de investigados 
e acusados com a justiça no sistema penal espanhol; uma manifestação que 
parte do princípio de oportunidade e chega à justiça negociada1360. 

Essa hipótese –intimamente ligada ao título do trabalho– relaciona-se com a 
estrutura da pesquisa e os principais elementos estudados. 

 
1355 Por exemplo, por meio da regulação da conformidade. Cfr. Gimeno Sendra, 2020, p. 37; 
Rodríguez-García, 2020, p. 475. 
1356 Carnelutti, procurando uma resposta para a pregunta “o que é o juízo?” destacou que “il 
legislatore ha le insegne della sovranità; ma il giudice ne possiede le chiavi” (Carnelutti, 2017, p. 
62). 
1357 Bourdieu concluiu que “o trabalho de racionalização, ao fazer aceder ao estatuto de veredicto 
uma decisão judicial que deve, sem dúvida, mais às atitudes éticas dos agentes do que às 
normas puras do direito, confere-lhe a eficácia simbólica exercida por toda a ação quando, 
ignorada no que têm de arbitrário, é reconhecida como legítima” (Bourdieu, 2011, p. 225). 
Ademais, Bourdieu h estudou em profundidade o trabalho complementar funcional dos juristas e 
magistrados no âmbito de um legítimo exercício da competência jurídica. Os primeiros, em um 
trabalho de racionalização e formalização, submetendo-se ao conjunto de regras com o objetivo 
de alcançar a coerência e a constância de uma série de princípios e/ou regras que muitas vezes 
são contraditórios e complexos, além de fornecer aos segundos uma maneira de que seus 
veredictos sejam retirados do arbitrário. Os magistrados, por sua vez, através da solução de 
conflitos, buscariam a adaptação do sistema à realidade, introduzindo as mudanças e inovações 
indispensáveis para a sobrevivência do próprio sistema (2011, p. 220). 
1358 Bourdieu, 2011, p. 243. 
1359 Carnelutti adiciona à relação legislador-juiz os cidadãos: “entre el legislador y el Juez la 
diferencia, aproximadamente, la intuyen todos: el primero forma las leyes, el segundo las aplica 
(...) La verdad es que las aplican también los ciudadanos cuando según ellas regulan su 
conducta” (2021, p. 380). Cfr. Montero Aroca, 1998, p. 376. 
1360 Explicamos que durante esta investigación, além de fazer referência a trabalhos espanhóis, 
como seria de esperar em um estudo sobre o sistema penal espanhol, faremos referências à 
doutrina portuguesa e brasileira, e utilizaremos alguns exemplos da legislação alemã. Em 
primeiro lugar, a referência a Portugal se justifica porque constitui um sistema penal que, também 
com origem em um modelo europeu continental de persecução de crimes e construído sobre o 
princípio de legalidade, aborda o tema dos mecanismos de oportunidade sob uma perspectiva 
sistêmica, já que sua doutrina estuda o Direito penal e o Direito processual penal de forma 
integral. No que diz respeito ao Brasil, mencionaremos este país na medida em que, também 
com base nos princípios de legalidade e oficialidade, implementou desde 2013 um modelo 
específico e processual de colaboração premiada, projetado para combater o crime organizado 
e amplamente aplicado. Por fim, nos referiremos à Alemanha em alguns momentos deste 
trabalho, a partir da perspectiva de um sistema legal que introduziu mecanismos de oportunidade 
em sua legislação processual penal após seu uso pragmático, adaptando-os ao princípio de 
legalidade. 
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No Capítulo I, serão estabelecidos os fundamentos do sistema penal espanhol 
por meio de uma leitura sistemática e constitucional1361, destacando como o 
sistema penal está intrinsecamente ligado ao Estado (social e democrático) de 
Direito e ao modelo de persecução de crimes, que se desenvolveu a partir da 
influência do modelo europeu continental e se materializa por meio da aplicação 
do princípio da legalidade. Nesse contexto, serão estudados os princípios 
fundamentais desse sistema penal espanhol, sempre com considerações 
específicas relacionadas ao princípio de oportunidade, de forma geral, e, 
especificamente, à colaboração com a justiça ou justiça premiada1362. 

No Capítulo II, o objetivo será compreender a implementação do princípio da 
oportunidade no sistema penal espanhol. Durante esta etapa, a crise do Direito 
penal, supramencionada, desempenhará um papel relevante, uma vez que 
adquiriu diferentes características ao longo do tempo e, assim, justificou várias 
incidências do princípio de oportunidade –por meio de diferentes mecanismos–. 
Após essa construção, poderemos esclarecer não apenas os problemas em 
torno desse princípio de oportunidade, mas também como ele é aplicado 
especificamente à colaboração de investigados e acusados com a justiça, do 
ponto de vista da justiça premiada e negociada. Essa fase da pesquisa é 
essencial para entender o papel desempenhado pelas organizações 
internacionais e regionais na construção da necessidade de colaboração com a 
justiça nos diferentes sistemas jurídico-penais. Como exemplo, serão analisados 
documentos e convenções das Nações Unidas, do Conselho da Europa, 
relatórios do Escritório das Nações Unidas sobre Drogas e Crime, da 
Organização para a Cooperação e Desenvolvimento Econômico e, do ponto de 
vista regional, documentos como resoluções e propostas de Diretivas da União 
Europeia. 

Concluída esta etapa inicial de conceituação e criação do quadro teórico em 
torno da colaboração com a justiça, em uma perspectiva sistêmica e baseada no 
princípio de oportunidade, iniciaremos o Capítulo III. Neste capítulo, o princípio 
de oportunidade será analisado segundo o law in books, ou seja, o princípio da 
legalidade. Dessa forma, estudaremos as manifestações processuais penais e 
penais do princípio da oportunidade que incluem a colaboração com a justiça: 
desde as conformidades até a colaboração premiada, que se manifesta por meio 
da atenuante analógica da confissão e da previsão específica em certos crimes 
no Código Penal, por meio da concessão de atenuantes. Desta etapa surge um 
dos grandes problemas mencionados anteriormente. Por um lado, a falta de 

 
1361 Cfr. Gimeno Sendra, sobre como “la vigente Constitución española de 1978 constituye la 
norma suprema, a la cual ha de adecuarse la totalidad del ordenamiento procesal penal” (Gimeno 
Sendra, 2015, p. 61). 
1362 Será aplicada uma metodologia com base em uma abordagem histórico-regional, o que é 
importante, considerando que o Direito penal tipicamente reflete a política do Estado e a cultura 
de um país em um momento histórico específico, o que deveria sujeitar essa área jurídica a uma 
crítica mais rigorosa, dada a natureza especialmente sensível da punição penal (Muñoz Romero, 
2020, p. 20). 
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regulamentação processual clara e coerente de muitos elementos da 
colaboração com a justiça: tanto no caso da negociação no âmbito das 
conformidades negociadas, quanto no caso da colaboração nas manifestações 
penais. Por outro lado, a falta de precisão legislativa sobre a colaboração 
premiada e a necessidade de construção jurisprudencial em torno das 
atenuantes por colaboração. 

Portanto, no Capítulo IV, nos propomos a realizar uma pesquisa jurisprudencial 
centrada no Tribunal Supremo, dada sua posição como principal moldador da 
jurisprudência na Espanha. O objetivo deste capítulo é analisar todas as 
sentenças do Tribunal Supremo de um determinado período de tempo, o mais 
amplo possível em razão do número de sentenças que teríamos capacidade 
material de analisar detalhadamente e o mais recente possível, que tratem da 
colaboração premiada. Com base em um estudo metodologicamente 
fundamentado1363. Assim, no Capítulo IV, chegamos a resultados quantitativos 
e qualitativos sobre a colaboração premiada de investigados e acusados com a 
justiça penal, que nos permitem obter conclusões mais confiáveis sobre o law in 
action, ou seja, a realidade do Direito a partir de sua aplicação pelos 
magistrados. 

Para concluir, no Capítulo V, serão apresentados os resultados derivados da 
pesquisa anterior, a partir de uma proposta que, embora em uma perspectiva 
sistêmica, aproxima a colaboração premiada do Direito processual penal. Dessa 
forma, proporemos um modelo de colaboração premiada, sob a ótica do princípio 
de oportunidade e da justiça negociada, que permita uma maior compatibilidade 
com o sistema penal espanhol, a Constituição Espanhola, os princípios 
fundamentais e os direitos e garantias fundamentais. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
1363 Cfr. Zárate Pérez, 2013. 
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CONCLUSÕES 

 

PRIMEIRA 

O Direito processual penal, e, é claro, o Direito penal, devem ser abordados 
como um sistema. Essa abordagem sistemática nos permite ter uma 
compreensão completa sobre o tema da colaboração de investigados e 
acusados com a justiça. A partir dessa perspectiva, também podemos entender 
como o sistema penal se encaixa em um modelo mais amplo de persecução de 
crimes. Nesse contexto, chegamos à conclusão de que os modelos acusatórios, 
inquisitoriais e adversariais são insuficientes para resolver os problemas 
relacionados à aplicação do princípio da oportunidade e, em particular, à 
colaboração com a justiça. 

É imperativo avançar em direção a uma interpretação do sistema penal que 
permita sua compatibilidade não com um modelo específico, mas com a 
Constituição Espanhola, os direitos fundamentais estabelecidos no artigo 24 da 
CE e os princípios que moldam o sistema penal. 

 

SEGUNDA 

O princípio de oportunidade continua sendo objeto de diversas definições, 
algumas mais restritivas do que outras. De uma abordagem mais restritiva, o 
princípio de oportunidade pode ser concebido como a manifestação da 
discricionariedade exercida pelo Ministério Público no exercício da ação penal. 
Por outro lado, em perspectivas mais amplas, o princípio de oportunidade 
abrange a aplicação de várias medidas, instituições ou mecanismos que 
permitem a resolução alternativa de processos criminais, por meio da agilização 
do procedimento, consenso, negociação entre as partes, entre outros. Após a 
análise realizada, apoiamos as perspectivas mais amplas, que permitem 
entender a colaboração de investigados e acusados com a justiça como um 
mecanismo intrínseco ao princípio de oportunidade. 

 

TERCEIRA 

O princípio de oportunidade tem sido objeto de análise e aplicação em sistemas 
penais de origem europeia continental, baseados no princípio de legalidade, 
desde o final do século passado. No entanto foi observado um processo que, 
embora não linear, evoluiu desde sua implementação em crimes leves e 
medianos para sua generalização como um meio de melhorar a eficiência na 
persecução penal de crimes tanto graves quanto complexos, caracterizados por 
sua natureza política e econômica. Na primeira etapa desse processo 
argumentava-se principalmente a crise do Direito penal em termos de sua 
capacidade de abordar a totalidade da criminalidade de maneira uniforme, ou 
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seja, a dificuldade de alcançar uma aplicação plena, bem como a mudança de 
paradigma em relação à função retributiva da pena e ao princípio da igualdade. 

 

QUARTA 

Por outro lado, a consolidação da globalização, com o fortalecimento de uma 
"nova" forma de criminalidade, organizada e transnacional, produz uma 
mudança paradigmática em relação ao princípio de oportunidade, tornando sua 
aplicação no campo de crimes graves uma prioridade para os Estados ocidentais 
modernos. 

Nesse movimento, é essencial compreender a "macdonalização" da sociedade, 
a partir da importação de modelos oferecidos, que na maioria das vezes vêm do 
sistema estadounidense de persecução de crimes, o sistema adversarial. No 
entanto, chegamos à conclusão de que não é adequado referir-se a essa 
importação como um simples transplante legal, mas sim como a incorporação 
de mecanismos que requerem uma adaptação adequada ao novo sistema penal. 
Em outras palavras, em relação à adoção do princípio de oportunidade 
proveniente do sistema estadounidense, devemos falar de sua importação por 
meio de uma tradução adequada que permita sua compatibilidade com a ordem 
constitucional e os princípios fundamentais que constituem o sistema penal que 
recebe esses mecanismos. 

 

QUINTA 

À medida que o princípio da oportunidade se torna um meio alternativo para lidar 
com crimes graves e complexos, frequentemente com dimensões políticas e 
econômicas, organismos e instituições internacionais e regionais desempenham 
um papel fundamental ao incentivar não apenas a adoção de um princípio de 
oportunidade abrangente pelos Estados, mas também a implementação de 
mecanismos que promovam a colaboração dos investigados e acusados com a 
justiça penal. 

No âmbito internacional, destacam-se as Nações Unidas, o Conselho da Europa, 
a Office on Drugs and Crime e a Organização para a Cooperação e o 
Desenvolvimento Econômico. Em nível regional, cabe mencionar a União 
Europeia. Em cada um desses organismos se promove a colaboração dos 
investigados e acusados com a justiça penal, determinando quais crimes são 
abrangidos, como é conduzido e quais elementos devem ser cuidadosamente 
incorporados nas legislações nacionais, incluindo a proteção desses 
colaboradores. 
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SEXTA 

Depois de delinearmos a colaboração com a justiça como um componente do 
princípio de oportunidade examinamos suas implicações legais no sistema penal 
espanhol, tanto do ponto de vista processual quanto em relação às 
consequências penais de acordo com o Código Penal. 

A conformidade surge como o elemento central do processo ao abordar o 
princípio da oportunidade, na perspectiva do consenso que requer, da 
negociação que permite em algumas de suas manifestações e, como 
colaboração com a justiça, na medida em que permite encurtar o processo penal 
e, em alguns casos, obter um reconhecimento dos fatos por parte do investigado. 

 

SÉTIMA 

No contexto das conformidades, chegamos à conclusão de que o sistema atual 
apresenta ineficiências devido a uma previsão caótica nos diferentes 
procedimentos, seja o ordinário, o abreviado ou os processos especiais, como 
os relacionados a menores, o Tribunal do Júri ou a jurisdição militar. 

Além disso, a falta de uniformidade em relação à exigência de reconhecimento 
dos fatos no âmbito da conformidade gera problemas sistêmicos, uma vez que 
não se garante o princípio da presunção de inocência. Penas privativas de 
liberdade são aplicadas - que atualmente podem chegar a seis anos de prisão - 
sem que haja um reconhecimento dos fatos devidamente comprovado e, em 
algumas modalidades de conformidade, são aplicadas também a investigados 
que não confessam, mas apenas concordam com o cumprimento da pena. Essa 
problemática seria agravada com relação aos projetos de modificação geral da 
Lei de Processo Penal - como o Anteprojeto de LECrim 2020, por exemplo - ou 
de alteração da atual LECrim - a partir do Projeto de Lei de Medidas de Eficiência 
Processual do Serviço Público de Justiça -, que eliminam o requisito penal da 
conformidade. 

É imperativo repensar a conformidade para definir de forma clara em quais 
circunstâncias o reconhecimento dos fatos é ou não necessário, para que o 
controle judicial realizado seja adequado a cada situação. Com o 
reconhecimento dos fatos, um mínimo de controle judicial sobre sua veracidade 
deve ser realizado. Por outro lado, a ausência de reconhecimento dos fatos deve 
levar a um exame judicial de indícios de criminalidade que permitam uma maior 
compatibilidade entre a conformidade e o princípio da presunção de inocência, 
especialmente quando envolver o cumprimento de penas de prisão superiores a 
um limite específico - por exemplo, cinco anos, no caso de se considerar o limite 
relacionado a crimes graves, ou seis anos, se adequado ao atual limite penal da 
conformidade. 

A insuficiência na regulamentação processual da conformidade também leva à 
sua aplicação dissimulada. São destacadas práticas relacionadas à imposição 
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de condenações por crimes diferentes e penas distintas em casos semelhantes, 
o que distorce o objetivo pretendido pela proibição de conformidades parciais - 
com exceção das pessoas jurídicas. Além disso, são mencionados desvios 
menos evidentes, como a solicitação de penas elevadas na acusação com o 
objetivo de chegar a acordos com penas mais leves ou, devido à falta de 
conformidade de um coacusado, a imposição de penas diferentes, apesar de 
existirem situações pessoais semelhantes. 

 

OITAVA 

Dentro do contexto do Código Penal, examinamos a manifestação da 
colaboração premiada de duas perspectivas diferentes. Por um lado, a 
interpretação analógica da atenuante de confissão (art. 21.4 CP), que permite a 
redução da pena para aqueles que, tendo confessado após conhecer o processo 
judicial contra eles, optam por colaborar ativa e eficazmente com a justiça. Por 
outro lado, as manifestações aplicáveis a certos crimes que, em troca de 
comportamentos específicos e bem definidos de colaboração, possibilitam a 
redução da pena, a aplicação da suspensão da pena ou, como recompensa 
máxima, a escusa absolutória pós-delitiva - os chamados tipos privilegiados. 

Cada uma dessas manifestações foi objeto de uma análise detalhada, da qual 
foram retiradas várias conclusões. Em primeiro lugar, observou-se que a 
aplicação dos "tipos privilegiados" é difícil de concretizar na prática judicial 
devido aos requisitos solicitados - de difícil concretização - para a obtenção de 
cada um dos prêmios previstos. Além disso, sua previsão no âmbito penal 
material, ou seja, no Código Penal, impede a realização de acordos com os 
colaboradores. Portanto, o colaborador se vê obrigado a agir de forma altruísta, 
sem garantias quanto aos prêmios que poderia receber por sua colaboração, e 
carece de um sistema processual que lhe ofereça proteção por suas ações. Por 
fim, constatou-se que os tipos privilegiados são aplicados de forma desigual a 
diferentes tipos de crimes, sem seguir uma lógica formal coerente. Por exemplo, 
a colaboração é premiada em crimes de suborno e má administração, mas não 
em crimes de corrupção privada ou lavagem de dinheiro. 

 

NONA 

As pessoas jurídicas foram analisadas sob ambas as perspectivas, tanto 
processual quanto penal. Na realidade, existem várias oportunidades 
relacionadas à sua colaboração com a justiça e à aplicação do princípio da 
oportunidade. Isso pode ser feito por meio da conformidade, caso em que, 
devido à natureza da pena que lhes seria imposta, a opção mais vantajosa 
poderia ser a conformidade em julgamentos rápidos, onde poderiam obter uma 
conformidade premiada. Além disso, têm a possibilidade de colaborar com a 
justiça de maneira específica por meio da implementação de um programa de 
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cumprimento eficaz, seja antes ou após a comissão do crime, por meio da 
confissão feita por um representante especialmente designado e assistido por 
seu advogado, ou por meio da cooperação na investigação, fornecendo provas 
novas e determinantes. Dependendo do grau de colaboração efetuado, podem 
se beneficiar com a isenção de responsabilidade ou a redução da pena. 

 

DÉCIMA 

A limitada aplicabilidade dos tipos privilegiados, juntamente com a amplitude da 
atenuante analógica de confissão, bem como sua dependência exclusiva da 
interpretação dos Tribunais espanhóis, motiva a realização de uma pesquisa 
jurisprudencial sobre a jurisprudência recente do Tribunal Supremo em relação 
à colaboração premiada. 

Chegamos à conclusão de que a atenuante analógica de confissão tem uma 
incidência predominante como medida de colaboração premiada em 
comparação com os tipos privilegiados. Além disso, observamos que a 
colaboração premiada também é promovida em crimes que escapam aos 
previamente analisados - de natureza político-econômica, graves e muitas vezes 
transfronteiriços - e que muitas vezes resulta na redução da pena de crimes 
como homicídio, assassinato, abuso sexual, lesões, etc., de forma consistente 
ao longo dos quatro anos analisados (2019-2022). 

 

DÉCIMA PRIMEIRA 

Falta um critério claro para definir o que constitui uma colaboração útil e em que 
medida pode garantir uma redução significativa da pena - em dois graus. Além 
disso, embora seja verdade que a maioria das colaborações observadas tenha 
surgido das declarações dos investigados e acusados, muitas delas também 
foram derivadas da apresentação de provas ou da assistência em medidas de 
investigação, como buscas domiciliares ou testes de DNA. 

Foram identificados exemplos específicos que evidenciam a existência de uma 
espécie de justiça negociada no âmbito da colaboração premiada, que opera de 
forma dissimulada e à margem da legalidade processual vigente. Nesse 
contexto, foram constatadas situações de conformidades parciais que, por não 
resultarem em uma sentença de conformidade, levam à aplicação da atenuante 
analógica de confissão, devido à "colaboração" do acusado que já havia 
concordado anteriormente. Além disso, são feitos acordos com o Ministério 
Público para colaborar, na medida em que o Ministério Público é o sujeito 
responsável por solicitar uma pena específica e a aplicação de uma atenuante. 
Esses acordos, embora mencionados pelo Tribunal, são respeitados sem que 
haja um controle judicial sobre os fatos que levaram à concessão da atenuante. 
Por fim, observou-se que quando o Ministério Público desempenha um papel 
ativo na colaboração, a redução da pena em dois graus tende a ser aplicada com 
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mais frequência, mesmo em casos em que os atos de colaboração são 
semelhantes a outros em que apenas justificariam uma atenuação de um grau. 

A pesquisa jurisprudencial realizada também revela a insuficiência da redução 
da pena como recompensa pela colaboração com a justiça, especialmente 
quando é aplicada predominantemente por meio da atenuante analógica de 
confissão - em outras palavras, porque os tipos privilegiados, que poderiam ter 
outros benefícios como a absolvição, praticamente não são aplicados. Na 
realidade, em muitos casos, há uma colaboração útil com a justiça, mas como a 
pena já está no limite mínimo, a atenuante não teria efeito 

 

DÉCIMA SEGUNDA 

Partindo do modelo de conformidade negociada proposto por Gimeno Sendra 
para o Anteprojeto de LECrim de 2020 e da distinção entre os modelos de 
colaboração qualificada e ampla, chegamos a uma proposta própria de 
colaboração premiada. 

Nesse sentido, chegamos à conclusão de que o reconhecimento dos fatos ou a 
confissão não devem ser elementos essenciais para premiar a colaboração de 
investigados e acusados com a justiça, afastando-se assim do modelo 
necessário para a aplicação da atenuante analógica de confissão. 

Dentro do sistema penal espanhol, podem coexistir dois modelos de colaboração 
premiada. O primeiro exigiria a confissão ou o reconhecimento dos fatos como 
condição para a aceitação do cumprimento de uma pena e, portanto, permitiria 
o encerramento antecipado do processo por meio de um acordo de 
conformidade negociada. O segundo modelo, por outro lado, implicaria que a 
colaboração com a justiça, embora não envolva a confissão ou o reconhecimento 
dos fatos, requereria o devido processo penal, de modo que o colaborador só 
cumpriria uma sentença após uma condenação devidamente fundamentada. 

Para entender completamente o segundo modelo, é necessário conceber a 
colaboração como uma atitude ampla de cooperação com o processo, que vai 
além de ações como delatar outros envolvidos no crime. 

 

DÉCIMA TERCEIRA 

A colaboração de investigados e acusados com a justiça também pode ser 
aplicada àqueles que foram condenados ou estão cumprindo uma pena como 
réus, desde que sua colaboração seja útil. No entanto, nesses casos, os 
incentivos oferecidos são considerados do ponto de vista do cumprimento da 
pena. 

Além disso, com base na realidade constatada na pesquisa jurisprudencial, 
entendemos que a colaboração premiada pode ser aplicada independentemente 
da natureza do crime. No entanto, consideramos que devem ser estabelecidos 
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limites específicos no caso de crimes contra a pessoa e com violência, 
especialmente quando envolvem vítimas vulneráveis. Portanto, concentramos 
nossa proposta de colaboração na perspectiva de crimes graves de natureza 
política e econômica, ou seja, crimes para os quais estão previstos tipos 
privilegiados de colaboração, incluindo crimes como lavagem de dinheiro, 
corrupção privada, falsificação de cartões, obstrução da justiça, entre otros 

 

DÉCIMA QUARTA 

A colaboração deve ser analisada do ponto de vista de ser um instrumento útil 
para a justiça. Nesse sentido, pode ter um ou vários dos seguintes propósitos: 
como prova, por meio do depoimento do colaborador ou apresentação de 
elementos probatórios; como reparação à vítima; como recuperação de ativos; 
ou como meio para evitar a atuação de grupos ou organizações criminosas e 
prevenir a comissão de um crime planejado. 

A partir da sua avaliação como útil por parte do Juiz ou Tribunal, considerando 
as circunstâncias específicas, a colaboração pode dar origem a diversos prêmios 
ou benefícios para o colaborador que não se limitam ao âmbito penal. Dessa 
forma, esses prêmios podem incluir desde a suspensão da execução da pena, 
sua atenuação, a suspensão do processo com a imposição de determinadas 
medidas ou o arquivamento do procedimento - embora nesses dois últimos 
casos, sempre dentro de um limite penal que evita sua concessão em crimes 
graves -, tratamentos favoráveis em relação à imposição de medidas cautelares, 
a absolvição - quando pensada para colaborações que envolvem a reparação 
do delito e não implicam a descaracterização das finalidades do Direito penal -, 
a recusa de extradição passiva e, desde que motivado em sentença devido ao 
nível de colaboração, a imunidade judicial. 

 

DÉCIMA QUINTA 

A colaboração com a justiça implica definir o colaborador como uma figura 
independente que não se derive nem dependa das figuras de testemunha ou 
informante. Nesse sentido, é necessário proteger o colaborador, especialmente 
quando relacionado a grupos ou organizações criminosas que possam 
representar um perigo físico ou psicológico para ele, sua família ou seu círculo 
próximo. 

Além disso, do ponto de vista dos demais coacusados e possíveis delatados, a 
colaboração deve garantir o respeito aos direitos e garantias constitucionais, em 
particular o direito à igualdade. Portanto, quando a colaboração é realizada de 
maneira semelhante por diferentes coacusados, eles devem receber prêmios 
semelhantes. No caso de haver negociações em torno da colaboração, os 
acordos devem oferecer e manter igualdade de condições. 
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DÉCIMA SEXTA 

A colaboração com a justiça implica, em muitas situações, um processo de 
justiça negociada. Essa foi uma das principais conclusões do nosso trabalho, 
com base na revisão bibliográfica e jurisprudencial. Nesse contexto, a justiça 
negociada relacionada à colaboração de investigados e acusados, assim como 
a conformidade negociada, deve ser abordada sob uma perspectiva processual. 
Propomos um modelo de negociação que seja coerente com o sistema penal 
espanhol, que respeite os princípios constitucionais e, ao mesmo tempo, esteja 
de acordo com os princípios fundamentais do Direito penal e do Direito 
processual penal. 

 

DÉCIMA SÉTIMA 

A negociação deve envolver necessariamente a defesa técnica do colaborador 
e, de uma perspectiva pragmática, o Ministério Público e as vítimas que estejam 
envolvidas no caso – desde a perspectiva de acusação particular. No que diz 
respeito ao Ministério Público, muito dependerá de sua mudança de status para 
diretor da investigação e sua posição de dependência do Poder Executivo. Por 
outro lado, a negociação pode ocorrer em diferentes momentos processuais, 
desde a fase de investigação até a fase de cumprimento da pena, seguindo o 
modelo mencionado anteriormente em que o réu também pode colaborar 
eficazmente com a justiça. 

No entanto, o acordo deve ser público na medida em que a fase do procedimento 
também envolve publicidade, desde que garanta a devida proteção ao 
colaborador. Nesse caso, os documentos sensíveis das pessoas jurídicas devem 
ser protegidos para preservar os interesses de todas as partes envolvidas. Isso 
implica que o acordo de colaboração também deve ser compatível com outros 
processos, por exemplo, se uma delação afeta um acusado em outro processo 
penal, e com outras áreas do Direito para garantir o respeito pelo princípio ne bis 
in idem. É essencial que, quando houver negociação em torno da colaboração 
com a justiça, o acordo esteja disponível para outras jurisdições sempre que 
necessário para a cooperação. 

Para concluir, a negociação deve estar sujeita ao devido controle judicial, por 
meio de sua homologação em uma sentença fundamentada. Esse controle deve 
considerar, entre os elementos de uma colaboração útil, que haja liberdade para 
negociar e que não haja coação na prestação do consentimento; que tenha sido 
assegurada a devida reparação, possivelmente integral, da vítima; que existam 
indícios racionais de criminalidade e que haja coerência na qualificação 
formulada, especialmente quando a colaboração ocorre no contexto de um 
acordo que inclui, além dos prêmios, uma sentença de conformidade com a 
execução da pena. 
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DÉCIMA OITAVA 

Encerramos esta investigação destacando a importância de abordar esse tema 
desde a perspectiva de sistema. Não se deve permitir a realização de acordos à 
margem da legalidade, mas também não se deve incentivar sua legalização por 
meio de legislações de emergência. A abordagem deve ser abrangente e 
planejada dentro dessa perspectiva sistêmica para alcançar uma verdadeira 
eficiencia. 
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ANEXO II. TIPOS DE COLABORACIÓN PREMIADA EN EL DERECHO 
PENAL MATERIAL 
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ANEXO III. FICHAS DE LECTURA 

 

El anexo III conteniendo las fichas de lectura resultantes de la investigación de 
jurisprudencia realizada en el Capítulo IV de este trabajo será compartido con 
los miembros del tribunal en el formato .xls (Excel) debido a su extensión.  
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